
MÉXICO 35 

TÍTULO TERCERO 

CAPÍTULO l 

De la División de Poderes 

Anículo 49. El Supremo Poder de la Federación se divide, para su 
ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o 
corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de 
facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión conforme a lo dispuesto 
en el artículo 29. En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el segundo 
párrafo del artículo l 3 l, se otorgarán facultades extraordinarias para legislar. 

CAPÍTULO 11 

Del Poder Legislalivo 

Ariículo 50. El Poder Legislativo de los Estados Unidos Mexicanos se 
deposita en un Congreso General, que se dividirá en dos Cámaras, una de 
Diputados y otra de Senadores. 

Sección 1 

De la Elección e Instalación del Congreso 

Artículo 51. I ,a Cámara de Diputados se compondrá de representantes 
de la nación, electos en su totalidad cada tres años. Por cada diputado 
propietario se elegirá un suplente. 

Arlículo 52. La Cámara de Diputados estará integrada por 300 diputados 
electos según el principio de votación mayoritaria relativa, mediante el 
sistema de distritos electorales uninominales, y 200 diputados que serán 
electos según el principio de representación proporcional, mediante el sis­
tema de listas regionales, votadas en circunscripciones plurinominales. 

Arlículo 53. La demarcación territorial de los 300 distritos electorales 
uninominales será la que resulte de dividir la población total del país entre 
los distritos señalados. La distribución de los distritos electorales unino­
minales entre las entidades federativas se hará teniendo en cuenta el último 
censo general de población, sin que en ningún caso la representación de 
un Estado pueda ser menor de dos diputados de mayoría. 

Para la elección de los 200 diputados según el principio de repre­
sentación proporcional y el sistema de listas regionales, se constituirán 
cinco circuscripciones electorales plurinominales en el país. La ley deter­
minará la forma de establecer la demarcación territorial de estas circuns­
cripciones. 
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36 LAS CONSTITUCIONES LATINOAMERICANAS 

Artículo 54. La elección de los 200 diputados según el princ1p10 de 
representación proporcional y el sistema de asignación por listas regionales, 
se sujetará a las siguientes bases y a lo que disponga la ley: 

l. Un partido político, para obtener el registro de sus listas regionales,
deberá acreditar que participa con candidatos a diputados por mayoría re­
lativa en por lo menos doscientos distritos uninominales; 

II. Todo partido político que alcance por lo menos el uno y medio por
ciento del total de la votación emitida para las listas regionales de las 
circunscripciones plurinominales, tendrá derecho a que le sean atribuidos 
diputados según el principio de representación proporcional; 

III. Al partido político que cumpla con lo dispuesto por las dos bases
anteriores, adicionalmente a las constancias de mayoría relativa que hubie­
sen obtenido sus candidatos, les serán asignados por el principio de repre­
sentación proporcional, de acuerdo con su votación nacional emitida, el 
número de diputados de su lista regional que le corresponda en cada cir­
cunscripción plurinominal. En la asignación se seguirá el orden que tuvie­
sen los candidatos en las listas correspondientes; 

IV. En ningún caso un partido político podrá contar con más de 315
diputados por ambos principios; 

V. El partido político que haya obtenido más del 60% de la votación
nacional emitida, tendrá derecho a que se le asignen diputados por el 
principio de representación proporcional, hasta que el número de diputados 
por ambos principios sea igual a su porcentaje de votación nacional emitida 
sin rebasar el límite señalado en la fracción IV de este artículo; 

VI. Ningún partido político que haya obtenido el 60% o menos de la
votación nacional emitida podrá contar con más de 300 diputados por 
ambos principios; y 

VII. En los términos de lo establecido en las fracciones III, IV, V y
VI anteriores, las diputaciones de representación proporcional que resten 
después de asignar las que correspondan al partido político que se halle 
en los supuestos de las fracciones V o VI, se adjudicarán a los demás 
partidos políticos con derecho a ello en cada una de las circunscripciones 
plurinominales, en proporción directa con las respectivas votaciones nacio­
nales de estos últimos. La ley desarrollará las reglas y fórmulas necesarias 
para estos efectos. 

Artículo 55. Para ser diputado se requieren los siguientes requisitos: 
l. Ser ciudadano mexicano, por nacimiento, en el ejercicio de sus de­

rechos; 
II. Tener veintiún años cumplidos el día de la elección, y
III. Ser originario del Estado en que se haga la elección o vecino de él

con residencia efectiva de más de seis meses anteriores a la fecha de ella. 
Para poder figurar en las listas de las circunscripciones electorales plu­

rinominales como candidato a diputado, se requiere ser originario de alguna 
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de las entidades federativas que comprenda la circunscripción en la que 
se realice la elección, o vecino de ella con residencia efectiva de más de 
seis meses anteriores a la fecha en que la misma se celebre. 

La vecindad no se pierde por ausencia en el desempeño de cargos pú­
blicos de elección popular; 

IV. No estar en servicio activo en el Ejército Federal, ni tener mando
en la policía o gendarmería rural en el distrito donde se haga la elección, 
cuando menos noventa días antes de ella; 

V. No ser secretario o subsecretario de Estado, ni magistrado de ]a
Suprema Corte de Justicia de la Nación, a menos que se separe definiti­
vamcnlc de sus funciones noventa días antes de la elección. 

Los gohcrnadores de los Estados no podrán ser electos en las entidades 
de sus respectivas jurisdicciones durante el periodo de su encargo, aun 
cuando se separen definitivamente de sus puestos. 

Los secretarios de gobierno de los Estados, los magistrados y jueces 

federales o del Estado no podrán ser electos en las entidades de sus res­
pectivas jurisdicciones si no se separan definitivamente de sus cargos no­
venta días antes de la elección; 

VI. No ser ministro de algún culto religioso, y
VII. No estar comprendido en alguna de las incapacidades que señala

el artículo 59. 
Artículo 56. Para integrar la Cámara de Senadores, en cada Estado y 

en el Distrito Federal se elegirán cuatro senadores, de los cuales tres serán 
electos según el principio de votación mayoritaria relativa y uno será asig­
nado a la primera minoría. Para cada entidad federativa, los partidos po­
líticos deberán registrar una lista con tres fórmulas de candidatos. 

La senaduría de primera minoría le será asignada a la fórmula de can­
didatos que encahece la lista del partido político que, por sí mismo, haya 
ocupado el segundo lugar en número de votos en la entidad de que se trate. 

La Cámara de Senadores se renovará en su totalidad, en elección directa, 
cada seis años. 

Artículo 57. Por cada senador propietario se elegirá un suplente. 
Artículo 58. Para ser senador se requieren los mismos requisitos que 

para ser diputado, excepto el de la edad, que será de treinta años cumplidos 
el día de la elección. 

Ar1ículo 59. Los senadores y diputados al Congreso de la Unión no 
podrán ser reelectos para el periodo inmediato. 

Los senadores y diputados suplentes podrán ser electos para el periodo 
inmediato con el carácter de propietarios, siempre que no hubieren estado 
en ejercicio; pero los senadores y diputados propietarios no podrán ser 
electos para el periodo inmediato con el carácter de suplentes. 

Arrículo 60. El organismo público previsto en el artículo 41 de esta 
Constitución, de acuerdo con lo que disponga la ley, declarará la validez 
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38 LAS CONSTITUCIONES LATINOAMERICANAS 

de las elecciones de diputados y senadores en cada uno de los distritos 
electorales uninominalcs y en cada una de las entidades federativas; otor­

gará las constancias respectivas a las fórmulas de candidatos que hubiesen 
obtenido mayoría de votos y hará la asignación de senadores de primera 
minoría de conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 de esta Cons­
titución y en la ley. Asimismo, hará la declaración de validez y la asig­
nación de diputados según el principio de representación proporcional de 
conformidad con el artículo 54 de esta Constitución y la ley. 

La declaración de validez, el otorgamiento de las constancias y la asig­
nación de diputados o senadores podrán ser impugnadas ante las salas del 
Tribunal Federal Electoral, en los términos que señale la ley. 

Las resoluciones de las salas a que se refiere el párrafo anterior. ex­
clusivamente podrán ser revisadas por la Sala de segunda instancia del 

Tribunal Federal Electoral, mediante el recurso que los partidos políticos 
podrán interponer cuando hagan valer agravios debidamente fundados por 
los que se pueda modificar el resultado de la elección. Los fallos de esta 
Sala serán definitivos e inatacables. La ley establecerá los presupuestos, 
requisitos de procedencia y el trámite para este medio de impugnación. 

Artículo 61. Los diputados y senadores son inviolables por las opiniones 
que manifiesten en el desempeño de sus cargos y jamás podrán ser recon­
venidos por ellas. 

El presidente de cada Cámara velará por el respeto al fuero constitu­
cional de los miembros de la misma y por la inviolabilidad del recinto 
donde se reúnan a sesionar. 

Artículo 62. Los diputados y senadores propietarios, durante el periodo 
de su encargo, no podrán desempeñar ninguna otra comisión o empleo de 
la Federación o de los Estados, por los cuales se disfrute sueldo, sin 
licencia previa de la Cámara respectiva; pero entonces cesarán en sus 
funciones representativas, mientras dure la nueva ocupación. La misma 

regla se observará con los diputados y senadores suplentes, cuando estu­
viesen en ejercicio. I ,a infracción de esta disposición será castigada con 
la pérdida del carácter de diputado o senador. 

Artículo 63. Las Cámaras no pueden abrir sus sesiones ni ejercer su 
cargo sin la concurrencia, en cada una de ellas, de más de la mitad del 
número total de sus miembros; pero los presentes de una y otra deberán 

reunirse el día señalado por la ley y compeler a los ausentes a que con­
curran dentro de los treinta días siguientes, con la advertencia de que si 

no lo hiciesen se entenderá por ese sólo hecho, que no aceptan su encargo, 
llamándose luego a los suplentes, los que deberán presentarse en un plazo 
igual, y si tampoco lo hiciesen, se declarará vacante el puesto y se con­
vocará a nuevas elecciones. 

Se entiende tamhién que los diputados o senadores que falten diez días 
consecutivos, sin causa justificada o sin previa licencia del presidente de 
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su respectiva Cámara. con la cual se dará conocimiento a ésta, renuncian a 
concurrir hasta el periodo inmediato, llamándose desde luego a los suplentes. 

Si no huhicsc qu6rum para instalar cualquiern de las Cámaras, o para 
que ejerzan sus funciom�'i una vez instaladas, se convocará inmediatamente 
a los suplentes para que se presenten a la mayor brevedad a desempeñar 
su cargo. entre tanto transcurren les treinta días de que antes se habla. 

1ncurrirán en rcsponsahilidad, y se harán acreedores a las �anciones que 
la ley sefiale. quienes hahicndo sido dectos diputados o senadores no se 
pre\entcn, sin causa justificada a juicio de la Cámara respectiva, a desem .. 
peñar el cargo dentro del plazo señalado en el primer párrafo de este 
artículo. Tarihién incurrirán �n responsahilidad, que la misma ley sancio­
nará. los par!idos políticos nacionales que, habiendo postulado candidatos 
en una elccciún para diputados o senadores, acuerden que sus micmhrns 
que resultaren clec1os rio se presenten a desempeñar sus funciones. 

Artículo (j.J. l ,os diputados y senadores que no concurran a la sesión, 
sín causa _justificada o sin permiso de la Cámara respectiva, nn tendrán 
derecho a la dicta corrcspondieme al día en que falten. 

Articulo 65. El Congreso �e reunirá a rartir del lo. de septicmhre de 
cada año, para ce\chrar un primer período de sesiones ordinarias y a partir 
del 1.5 d\; 1m1fl1l de cada añn para celebrar un segundo periodo de sesiones 
ordinarias. 

En amh<h periodos de sesiones �l Congreso se ocupará del estudio, 
discusión y votación de. l.3s iniciativas de ley que -;e le presenten y de la 
resolución de los dem:'ís asuntos que le correspondan conforme a esta Cons� 
titudó11. 

l-in cada períodn d� sesiones ordinaria-; el Congreso se ocupará de ma­
nera preferente de los asuntos que señale su Ley Orgánica. 

Artículo 66. Cada periodo de sesiones ordinarias durará el tiempo ne­
cesario para tratar todos los asuntos mencionados t:n el ankulo anterior. 
El primer perim1n nn podrá prolongarse sino hasta el 1 � de dicicmhrc del 
mismo año. excepto cuando el Presidente de la República inicie su encargo 
en la fecha prevista por el artículo 83, en cuyo caso las sesiones podrán 
extenderse hasta el 3 l de diciembre de ese mismo año. El segundo periodo 
no podrá prolongarse más allá del 30 de abril del mismo año. 

Si las dos Cámaras no estuvieren de acuerdo para poner término a las 
sesiones antes de las fechas indicadas, resolverá el Presidente de la Re­
púhlica. 

Artíc:ilo 67. El Congréso o una sola de las Cámaras, cuando se trate 
de asunto exclusivo de ella, se reunirán en sesiones extraordinarias, cada 
vez que los convoque para ese objeto la Comisión Perrrnmcnte; pero en 
ambos casos sólo se ocuparán del asunto o asuntos que la propia Comisión 
sometiese a su conocimícnto, los cuales se expresarán en la convocatoria 
respectiva. 
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Arrículo 68. Las dos Cámaras residirán en un mismo lugar y no podrán 
trasladarse a otro sin que antes convengan en la traslación y en el tiempo 
y modo de verificarla, designando un mismo punto para la reunión de 
ambas. Pero si, conviniendo las dos en la traslación difieren en cuanto al 
tiempo, modo y lugar, el Ejecutivo terminará la diferencia, eligiendo uno 
de los dos extremos en cuestión. 

Ninguna Cámara podrá suspender sus sesiones por más de tres días, sin 
consentimiento de la otra. 

Artículo 69. A la apertura de sesiones ordinarias del primer periodo del 
Congreso asistirá el Presidente de la República y presentará un informe 
por escrito, en el que manifieste el estado general que guarda la adminis­
tración pública del país. En la apertura de las sesiones extraordinarias del 
Congreso de la Unión, o de una sola de sus Cámaras, el presidente de la 
Comisión Permanente, informará acerca de los motivos o razones que ori­
ginaron la convocatoria. 

Artículo 70. Toda resolución del Congreso tendrá carácter de ley o 
decreto. Las leyes o decretos se comunicarán al Ejecutivo firmados por 
los presidentes de ambas Cámaras y por un secretario de cada una de 
ellas, y se promulgarán en esta forma: "El Congreso de los Estados Unidos 
Mexicanos decreta: (texto de la ley o decreto)". 

El Congreso expedirá la ley que regulará su estructura y funcionamiento 
internos. 

La ley determinará las formas y procedimientos para la agrupación de 
los diputados, según su afiliación de partido, a efecto de garantizar la libre 
expresión de las corrientes ideológicas representadas en la Cámara de Di­
putados. 

Esta ley no podrá ser vetada ni necesitará de promulgación del Ejecutivo 
Federal para tener vigencia. 

Sección // 

De la Iniciativa y Formación de las Leyes 

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos compete: 
l. Al Presidente de la República;
II. A los diputados y senadores al Congreso de la Unión, y
III. A las legislaturas de los Estados.
Las iniciativas presentadas por el Presidente de la República, por las

legislaturas de los Estados, o por las diputaciones de los mismos, pasarán 
desde luego a comisión. Las que presentaren los diputados o los senadores 
se sujetarán a los trámites que designe el Reglamento de Debates. 

Artículo 72. Todo proyecto de ley o decreto, cuya resolución no sea 
exclusiva de alguna de las Cámaras, se discutirá sucesivamente en ambas, 
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observándose el Reglamento de Debates sobre la forma, intervalos y modo 
de proceder en las discusiones y votaciones: 

a) Aprobado un proyecto en la Cámara de su origen, pasará para su
discusión a la otra. Si ésta lo aprobare, se remitirá el Ejecutivo, quien, si 
no tuviere observaciones que hacer, lo publicará inmediatamente. 

b) Se reputará aprobado por el Poder Ejecutivo todo proyecto no de­
vuelto con observaciones a la Cámara de su origen, dentro de diez días 
útiles; a no ser que corriendo este término. hubiere el Congreso cerrado 
o suspendido sus sesiones, en cuyo caso la devolución deberá hacerse el
primer día útil en que el Congreso esté reunido.

c) El proyecto de ley o decreto desechado en todo o en parte por el
Ejecutivo, será devuelto, con sus observaciones, a la Cámara de su origen. 
Deberá ser discutido de nuevo por és1a, y si fuese confirmado por las dos 
terceras partes del número total de votos, pasará otra vez a la Cámara 
revisora. Si por ésta fuese sancionado por la misma mayoría, el proyecto 

será ley o decreto y volverá al Ejecutivo para su promulgación. 
Las votaciones de ley o decreto serán nominales. 
d) Si algún proyecto de ley o decreto fuese desechado en su totalidad

por la Cámara de revisión, volverá a la de su origen con las observaciones 
que aquélla le hubiese hecho. Si examinado de nuevo, fuese aprobado por 
la mayoría absoluta de los miembros presentes, volverá a la Cámara que 
lo desechó, la cual lo tomará otra vez en consideración. y si lo aprohare 
por la misma mayoría, pasará al Ejecutivo para los efectos de la fracci6n 
a): pero si lo reprobase, no podrá volver a presentarse en el mismo periodo 
de sesiones. 

e) Si un proyecto de ley o decreto fuese desechado en parte, o modi­
ficado, o adicionado por la Cámara revisora, la nueva discusión de la 
Cámara de su origen versará únicamente sobre lo desechado o sobre las 
reformas o adiciones, sin poder alterarse en manera alguna los artículos 

aprobados. Si las adiciones o reformas hechas por la Cámara revisora 
fuesen aprobadas por la mayoría absoluta de los votos presentes en la 
Cámara de su origen, se pasará todo el proyecto al Ejecutivo, para los 
efectos de la fracción a). Si las adiciones o reformas hechas por la Cámara 
revisora fueren reprobadas por la mayoría de votos en la Cámara de su 
origen, volverán a aquélla para que tome en consideración las razones de 
ésta, y si por mayoría absoluta de votos presentes se desecharen en esta 
segunda revisión dichas adiciones o reformas, el proyecto, en lo que haya 

sido aprobado por ambas Cámaras, se pasará al Ejecutivo para los efectos 
de la fracción a). Si la Cámara revisora insistiere, por la mayoría ahsolu­
ta de votos presentes, en dichas adiciones o reformas, todo el proyecto 
no volverá a presentare sino hasta el siguiente periodo de sesiones, a no 
ser que ambas Cámaras acuerden, por la mayoría absoluta de sus micmhros 
presentes, que se expida la ley o decreto sólo con los artículos aprohados, 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1994. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/vhLzLB



42 I.AS CONSTITlJCJONES LATINOAMERICANAS 

y que se reserven los adicionados o reformados para su examen y votación 
en las sesiones siguientes. 

f) En la interpretación, reforma o derogación de las leyes o decretos,
se observarán los mismos trámites establecidos para su formación. 

g) Todo proyecto Je ley o decreto que fuere desechado en la Cámara
de su origen, no podrá volver a presentarse en las sesiones del año. 

h) La formación de las leyes o decretos puede comenzar indistintamente
en cualquiera de las dos Cámaras. con excepción de los proyectos que 
versaren SPhrc empréstitos, contribuciones o impuestos, o sohrc recluta­
miento de tropas, todos lo� cuales deberán discutirse primero en la Cámara 
de Diputados. 

i) Las iniciativas de leyes o decretos se discutirán preferentemente en
la Cámara que se presenten, a menos de que transcurra un mes desde que 
se pasen a la comisión dictaminadora sin que ésta rinda dictamen, pues 
en tal caso el mismo proyecto Je ley o decrelo puede presentarse y dis­
cutirse en la otra Cámara. 

j) El f'Jeculivo de la Unión no puede hacer observaciones a las reso­
luciones del Congreso o de alguna de las Cámaras, cuando ejerzan fun­
ciones de cuerpo electoral o de jurado. lo mismo que cuando la Cámara 
de Diputados declare que debe acusarse a uno de los altos funcionarios de 
la Federación por delitos oficiales. 

Tampoco podrá hacerlas al decreto de convocaloria a sesiones extraor­
dinarias que expida la Comisión Permanente. 

Sección 11/ 

De las Facultades del Congreso 

Artículo 73. El congreso lienc facullaJ: 
l. Para admilir nuevos Estados a la Unión Federal;
II. Derogada;
111. Para formar nuevos I�stados dentro de los límites de los existentes.

siendo nece,arlo al efecto: 
lo. Que la fracción o frm.:cioncs que pidan erigirse en Estados, cuenten 

con una pohlación de ciento veinte mil habitantes, por lo menos. 
2o. Que se compruehe ante el Congreso que tienen los elementos bas­

tantes para proveer a su existencia política. 
3o. Que sean oídas las lcgisla1uras de los Es1ados de cuyo 1erritorio se 

trate, sobre la conveniencia o inconveniencia de la erección del nuevo 
Estado, quedando obligadas a dar su informe dentro de seis meses. contados 
desde el día en que se les remita la comunicación respectiva. 

4o. Que igualmente se oiga al Ejecutivo de la Federación. el cual enviará 
su informe dentro de siete días. contados desde la fecha en que le sea pedido. 
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5o. Que sea votada la erección del nuevo Estado por dos terceras partes 
de los diputados y senadores presentes en sus respectivas Cámaras. 

60. Que la resolución del Congreso sea ralificada por la mayoría de las
legislaturas de los Estados, previo examen de la copia del expediente, 
siempre que hayan (fado su consentimiento las legislaturas de los Estados 
de cuyo territorio se trate. 

7o. Si las legislaturas de los Estados de cuyo territorio se trate no 
huhiert:1 dado su consentimiento, la ratificación de 4.ue hahla la fracción 
anterior deberá ser hecha por las dos terceras partes del total de legislaturas 
de los demás Est.1Jos: 

IV. Para arreglar definitivamente los límites de los Estados, terminando
las diferencias que entre ellos se susciten sobre las demarcaciones de sus 
respectivos territorios. meno� cuando estas diferencias tengan un carácter 
contencioso; 

V. Para cambiar la residencia de los Supn�mos Poderes de la Fcdcraet6n;
VI. Para expedir el Estatuto Je Ci-obicrno del Dislrito Federal y legislar

en lo relativo al Distrito Federal, salvo en las materias cxpre,amentc con­
feridas a la A,amhlca de Representantes; 

VII. Para imponer las contribuciones necesarias a cubrir el presupuesto;
VIII. Para dar bases sobre las cuales el Ejecutivo pueda celebrar em­

préstitos sohre el crédito de la Nación, para aprohar esos mismos emprés­
titos y para reconocer y mandar pagar la deuda nacional. Ningún empréstito 
podrá celebrase sino para la ejecución de obras que directamente produzcan 
un incremento en los ingresos públicos, salvo los que se realicen con 
propósitos de regulación monetaria, las operaciones de conversión y los 
que se contraten durante alguna emergencia declarada por el Presidente de 
la República en los térrninos del artículo 29. Asimismo, aprobar anualmente 
los montos de endeudamiento que deberán incluirse en la ley de ingresos. 
que en su caso requiera el Ciobierno del Distrito Federal y las entidades 
de su sector público. conforme a las bases de la ley correspondiente. LI 
Ejecutivo Federal informarú anualmente al Congreso de la Unión sohre el 
ejercicio de dicha deuda a cuyo efecto el Jefe del Distrito Federal le hará 
llegar el informe que sohrc el ejercicio de los recursos correspondientes hu­
hiere realizado. El Jefe del Distrito Federal informará igualmente a la Asam­
blea de Representantes del Distrito Federal. al rendir la cuenta púhlica; 

IX. Para impedir que en el comercio de Estado a Estado se estahlczcan
restricciones; 

X. Para legislar en toda la República sobre hidrocarburos, minería, in­
dustria cinematogr:ífica, comercio, juegos con apuestas y sorteos, interme­
diación y servicios financieros. energía eléctrica y nuclear, y para expedir 
las leyes del trabajo reglamentarias del artículo 123; 

XI. Para crear y suprimir empleos públicos de la Federación y señalar.
aumentar o disminuir sus dotaciones; 
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XII. Para declarar la guerra, en vista de los datos que le presente el
Ejecutivo; 

XIII. Para dictar leyes según las cuales deban declararse buenas o malas
las presas de mar y tierra, y para expedir leyes relativas al derecho ma­
rítimo de paz y guerra; 

XIV. Para levantar y sostener a las instituciones armadas de la Unión,
a saber: Ejército, Marina de Guerra y Fuerza Aérea Nacionales, y para 
reglamentar su organización y servicio; 

XV. Para dar reglamentos con objeto de organizar, armar y disciplinar
la Guardia Nacional, reservándose a los ciudadanos que la formen el nom­
bramiento respectivo de jefes y oficiales, y a los Estados la facultad de 
instruirla conforme a la disciplina prescrita por dichos reglamentos; 

XVI. Para dictar leyes sobre nacionalidad, condición jurídica de los
extranjeros, ciudadanía, naturalización, colonización, emigración e inmigra­

ción y salubridad general de la República. 
1 a. El Consejo de Salubridad General dependerá directamente del Pre­

sidente de la República, sin intervención de ninguna Secretaría de Estado, 
y sus disposiciones generales serán obligatorias en el país. 

2a. En caso de epidemias de carácter grave o peligro de invasión de 
enfermedades exóticas en el país, el Departamento de Salubridad tendrá 
obligación de dictar inmediatamente las medidas preventivas indispensables, 
a reserva de ser después sancionadas por el Presidente de la República. 

3a. La autoridad sanitaria será ejecutiva y sus disposiciones serán obe­
decidas por las autoridades administrativas del país. 

4a. Las medidas que el Consejo haya puesto en vigor en la campaña 
contra el alcoholismo y la venta de sustancias que envenenan al individuo 
y degeneran la especie humana, así como las adoptadas para prevenir y 
combatir la contaminación ambiental, serán después revisadas por el Con­
greso de la Unión, en los casos que le competan; 

XVII. Para dictar leyes sobre vías generales de comunicación, y sohre
postas y correos; para expedir leyes sobre el uso y aprovechamiento de 
las aguas de jurisdicción federal; 

XVIII. Para establecer casas de moneda, fijar las condiciones que ésta
deba tener, dictar reglas para determinar el valor relativo de la moneda 
extranjera y adoptar un sistema general de pesas y medidas; 

XIX. Para fijar las reglas a que deba sujetarse la ocupación y enajena­
ción de terrenos baldíos y el precio de éstos; 

XX. Para expedir las leyes de organización del Cuerpo Diplomático y
del Cuerpo Consular mexicanos; 

XXI. Para definir los delitos y faltas contra la Federación y fijar los
castigos que por ellos deban imponerse; 

XXII. Para conceder amnistías por delitos cuyo conocimiento pertenezca
a los tribunales de la Federación; 
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XXXIII. Derogada;
XXIV. Para expedir la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor;
XXV. Para establecer, organizar y sostener en toda la República escuelas

rurales, elementales, superiores, secundarias y profesionales; de investiga­
ción científica, de bellas artes y de enseñanza técnica; escuelas prácticas 
de agricultura y de minería, de artes y oficios, museos, bibliotecas, obser­
vatorios y demás institutos concernientes a la cultura general de los habi­
tantes de la Nación, y legislar en todo lo que se refiere a dichas institu­
ciones; para legislar sobre monumentos arqueológicos, artísticos e históricos. 
cuya conservación sea de interés nacional; así como para dictar las leyes 
encaminadas a distribuir convenientemente entre la Federación, los Estados 
y los Municipios el ejercicio de la función educativa y las aportaciones 
económicas correspondientes a ese servicio público, buscando unificar y 
coordinar la educación en toda la República. Los títulos que se expidan por 
los establecimientos de que se trata surtirán sus efectos en toda la República; 

XXVI. Para conceder licencia al Presidente de la República y para cons­
tituirse en Cokgio Electoral y designar al ciudadano que deba sustituir al 
Presidente de la República, ya sea con el carácter de sustituto, interino o 
provisional. en los términos de los artículos 84 y 85 de esta Constitución; 

XXVII. Para aceptar la renuncia del cargo de Presidente de la República;
XXVIIJ. Derogada;
XXIX. Para establecer contribuciones:
l o. Sobre el comercio exterior.
2o. Sobre el aprovechamiento y explotación de los recursos naturales

comprendidos en los párrafos 4o. y So. del artículo 27. 
3o. Sobre instituciones de crédito y sociedades de seguros. 
4o. Sobre servicios públicos concesionados o explotados directamente 

por la Federación, y 
So. Especiales sobre: 
a) Energía eléctrica.
b) Producción y consumo de tabacos labrados.
c) Gasolina y otros productos derivados del petróleo.
d) Cerillos y fósforos.
e) Aguamiel y productos de su fermentación.
f) Explotación forestal, y

g) Producción y consumo de cerveza.
Las entidades federativas participarán en el rendimiento de estas con­

tribuciones especiales, en la proporción que la ley secundaria federal de­
termine. l ,as legislaturas locales fijarán el porcentaje correspondiente a 
los Municipios, en sus ingresos por concepto de impuestos sobre energía 
eléctrica. 

XXIX-B. Para legislar sobre las características y uso de la bandera,
escudo e himno nacionales; 
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XXIX-C. Para expedir las leyes que establezcan la concurrencia del
Gobierno Federal, de los Estados y de los Municipios en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en materia de asentamientos humanos, con objeto 
de cumplir los fines previsto en el párrafo 3o. del artículo 27 de esta 
Constitución; 

XXIX-D. Para expedir leyes sobre planeación nacional del desarrollo
económico y social; 

XXIX-E. Para expedir leyes para la programación, promoción, concer­
tación y ejecución de acciones de orden económico, especialmente las re­
ferentes al abasto y otras que tengan como fin la producción suficiente y 
oportuna de bienes y servicios, social y nacionalmente necesarios; 

XXIX-F. Para expedir leyes tendientes a la promoción de la inversión
mexicana. la n::gulación de la inversión extranjera, la transferencia de tec­

nología y la generación, difusión y aplicación de los conocimientos cien­
tíficos y tecnológicos que requiere el desarrollo nacional; 

XXIX-G. Para expedir leyes que establezcan la concurrencia del Go­
bierno Federal, de los gobiernos de los Estados y de los Municipios, en 
el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de protección al 

amhiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico; 
XXIX-H. Para expedir leyes que instituyan tribunales de lo contencioso

administrativo. dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, y que 
tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la Ad­
ministración Pública Federal y los particulares, estableciendo las normas 
para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y los recursos 
contra sus resol ucioncs, y 

XXX. Para expedir todas las leyes que sean necesarias, a objeto de
hacer efectivas las facultades anteriores y todas las otras concedidas por 
esta Constitución a los Poderes de la Unión. 

Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara de Diputados: 
l. Erigirse en Colegio Electoral para calificar la elección de Presidente

de los Estados Unidos Mexicanos en la forma que determine la ley. Su 
resolución será definitiva e inatacable; 

11. Vigilar. por medio de una comisión en su s�no, el exacto desempeño

de las funciones de la Contaduría Mayor; 
III. Nombrar a los jefes y demás empleados de esa oficina;
IV. Examinar, discutir y aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos

de la Federación, discutiendo primero las contribuciones que, a su juicio, 
deben decretarse para cubrirlo, así como revisar la Cuenta Pública del año 
anlerior. 

El Ejecutivo Federal hará llegar a la Cámara la iniciativa de Ley de 
Ingresos y e! Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación a más 
tardar el día 15 del mes de noviembre o hasta el día 15 de diciembre 
cuando inicie su encargo en la fecha prevista por el Artículo 83, debiendo 
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comparecer el Secretario del Despacho correspondiente a dar cuenta de los 
mismos. 

No podrá haber otras partidas secretas, fuera de las que se consideren 
necesarias, con ese carácter, en el mismo presupuesto, las que emplearán 
los secretarios por acuerdo escrito del Presidente de la Repúhlica. 

La revisión de la Cuenta Pública tendrá por objeto conocer los resultados 
de la gestión financiera, comprobar si se ha ajustado a los criterios seña­
lados por el presupuesto y el cumplimiento de los ohjetiv(JS contenidos en 
los programas. 

Si del examen que realice la Contaduría Mayor de Hacienda aparecieran 
discrepancias entre las cantidades gastadas y las partidas respectivas del 
presupuesto o no existiera exactitud o justificación en los gastos hechos, 
se determinarán las responsabilidades de acuerdo con la ley. 

La Cuenta Pública del año anterior deberá ser prc..,entada a la Comisión 
Permanente del Congreso, dentro de los diez primeros días del mes de 
junio. 

Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación de la iniciativa de Ley 
de Ingresos y del Proyecto de Presupuesto de Egresos. así como de la 
Cuenta Pública, cuando medie solicitud del Ejecutivo suficientemente jus­
tificada a juicio de la Cámara o de la Comisión Permanente, debiendo 
comparecer en todo caso el Secretario del Despacho correspondiente a 
informar de las razones que lo motiven; 

V. Declarar si ha o no lugar a proceder penalmente contra los servidores
públicos que hubieren incurrido en delito en los términos del artículo 111 
de esta Constitución. 

Conocer de las imputaciones que se hagan a los servidores públicos a 
que se refiere el artículo 110 de esta Constitución y fungir como órgano 
de acu!'.>ación en los juicios políticos que contra éstos se instauren. 

VI. Derogada;
VII. Derogada;
VIII. Las demás que le confiere expresamente eS!a Constitución.
Anículu 75. l.a Cámara de Diputados, al aprobar el Presupuesto de

Egresos, no podrá dejar de señalar la retribución que corresponda a un 
empico que esté establecido por la ley; y, en caso de que por cualquiera 
circunstancia se nmita fijar dicha remuneración, se entenderá por señalada. 
la que hubiere tenido fijada en el Presupuesto anterior, o en la ley que 
estableció el empleo. 

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado: 
l. Analizar la política exterior desarrollada por el Ejecutivo federal con

hase en los informes anuales que el Presidente de la República y el Se­
cretario del despacho correspondiente rindan al Congreso: además, aprohar 
los tratados internacionales y convenciones diplomáticas que cclchre el 
Ejecutivo de la Unión: 
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11. Ratificar los nombramientos que el mismo funcionario haga de mi­
nistros, agentes diplomáticos, cónsules generales. empleados superiores de 
Hacienda, coroneles y demás jefes superiores del Ejército, Armada y Fuerza 
Aérea Nacionales, en los términos que la ley disponga; 

III. Autorizarlo también para que pueda permitir la salida de tropas
nacionales fuera de los límites del país, el paso de tropas extranjeras por 
el territorio nacional y la estación de escuadras de otra potencia, por más 
de un mes, en aguas mexicanas; 

IV. Dar su consentimiento para que el Presidente de la República pueda
disponer de la Guardia Nacional fuera de sus respectivos Estados, fijando 
la fuerza necesaria; 

V. Declarar, cuando hayan desaparecido todos los poderes constitucio­
nales de un Estado, que es llegado el caso de nombrarle un gobernador 
provisional, quien convocará a elecciones conforme a las leyes constitu­
cionales del mismo Estado. El nombramiento de gobernador se hará por 
el Senado a propuesta en terna del Presidente de la República, con apro­
bación de las dos terceras partes de los miembros presentes, y en los 
recesos. por la Comisión Permanente, conforme a las mismas reglas. El 

funcionario así nombrado no podrá ser electo gobernador constitucional en 
las elecciones que se verifiquen en virtud de la convocatoria que él ex­
pidiere. Esta disposición regirá siempre que las constituciones de los Es­
tados no prevean el caso; 

VI. Resolver las cuestiones políticas que surjan entre los poderes de un
Estado cuando alguno de ellos ocurra con ese fin al Senado, o cuando, 
con motivo de dichas cuestiones, se haya interrumpido el orden constilu­
cional mediante un conflicto de armas. En este caso el Senado dictará su 
resolución, sujetándose a la Constitución General de la República y a la 
del Estado. 

La ley reglamentará el ejercicio de esta facultad y el de la anterior; 
VII. Erigirse en Jurado de sentencia para conocer en juicio político de

las falta u omisiones que cometan los servidores públicos y que redunden 
en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen despa­
cho, en los términos del artículo l lO de esta Constitución; 

Vlll. Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de ministros 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como a las solicitudes de 
licencia y a las renuncias de los mismos funcionarios, que le someta el 
Presidente de la República; 

IX. Nombrar y remover al Jefe del Distrito Federal en los supuestos
previstos en esta Constitución; 

X. Las demás que la misma Constitución le atribuye.
Artículo 77. Cada una de las Cámaras puede sin la intervención de la

otra: 
l. Dictar resoluciones económicas relativas a su régimen interior�

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1994. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/vhLzLB



MÉXICO 49 

JI. Comunicarse con la Cámara colegisladora y con el Ejecutivo de la 
Unión por medio de comisiones de su seno; 

Ill. Nombrar los empleados de su secretaría y hacer el reglamento in­
terior de la mi�ma, y 

IV. Fxpedir convocatoria para elecciones extraordinarias con el fin de
cubrir las vacantes de sus respectivos miembros. En el caso de la Cámara 
de Diputados, las vacantes de sus miembros electos .por el principio de 
representación proporcional, deberán ser cubiertas por aquellos candidatos 
del mismo partido que sigan en el orden de la lista regional respectiva, 
después de habérsele asignado los diputados que le hubieren correspondido. 

Sección IV 

De la Comisión Permanente 

Artículo 78. Durante los recesos del Congreso de la Unión habrá una 
Comisión permanente compuesta de 37 miembros de los que 19 serán 
Diputados y 18 Senadores, nombrados por sus respectivas Cámaras la vís­
pera de la clausura de los periodos ordinarios de sesiones. Para cada titular 
las Cámaras nombrarán, de entre sus miembros en ejercicio, un sustituto. 

Artículo 79. La Comisión Permanente, además de las atribuciones que 
expresamente le confiere la Constitución, tendrá las siguientes: 

l. Prestar su consentimiento para el uso de la Guardia Nacional, en los
casos de que habla el artículo 76 fracción IV; 

JI. Recibir, en su caso, la protesta del Presidente de la República, y de 
los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

III. Resolver los asuntos de su competencia; recibir durante el receso
del Congreso de la Unión las iniciativas de ley y proposiciones dirigidas 
a las Cámaras, y tornarlas para dictamen a las comisiones de la Cámara a 

la que vayan dirigidas, a fin de que se despachen en el inmediato periodo 
de sesiones: 

IV. Acordar por sí o a propuesta del Ejecutivo la convocatoria del
Congreso, o de una sola Cámara, a sesiones extraordinarias, siendo nece­
sario en ambos casos el voto de las dos terceras partes de los individuos 
presentes. La convocatoria señalará el objeto u objetos de las sesiones 
extraordinarias; 

V. Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de ministros de

la Suprema Corte, así como a sus solicitudes de licencia, que le someta 
el Presidente de la República; 

VI. Conceder licencia hasta por treinta días al Presidente de la República
y nombrar el interino que supla esa falta; 

VII. Ratificar los nombramientos que el Presidente de la República haga
de ministros, agentes diplomáticos, cónsules generales, empleados supe-
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riores de Hacienda, coroneles y demás jefes superiores del Ejército, Armada 
y Fuerza Aérea Nacionales, en los términos que la ley disponga; 

VIII. Conocer y resolver sobre las solicitudes de licencia que le sean
presentadas por los legisladores, y 

IX. Derogada.

CAPÍTULO III 

Del Poder Ejecutivo 

Artículo 80. Se deposita el ejercicio del Supremo Poder Ejecutivo de 
la Unión en un solo individuo que se denominará "Presidente de los Es­
tados Unidos Mexicanos". 

Artículo 81. La elección del Presidente será directa y en los términos 
que disponga la Ley Electoral. 

Artículo 82. Para ser Presidente se requiere: 
l. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno goce de sus dere­

chos, e hijo de padres mexicanos por nacimiento; 
II. Tener 35 años cumplidos al tiempo de la elección;
III. Haber residido en el país durante todo el año anterior al año de la

elección. La ausencia del país hasta por treinta días, no interrumpe la re­
sidencia; 

IV. No pertenecer al estado eclesiástico ni ser ministro de algún culto;
V. No estar en servicio activo, en caso de pertenecer al Ejército, seis

meses antes del día de la elección; 
VI. No ser Secretario o Subsecretario de Estado, Jefe o Secretario Ge­

neral del Departamento Administrativo, Procurador General de la República, 
ni Gobernador de algún Estado, a menos de que se separe de su puesto 
seis meses antes del día de la elección, y 

VII. No estar comprendido en alguna de las causas de incapacidad es­
tablecidas en el artículo 83. 

Artículo 83. El Presidente entrará a ejercer su encargo el l o. de di­
ciembre y durará en él seis años. El ciudadano que haya desempeñado el 
cargo de Presidente de la República. electo popularmente, o con el carácter 
de interino, provisional o sustituto, en ningún caso y por ningún motivo 

podrá vo:ver a desempeñar ese puesto. 
Artículo 84. En caso de falta absoluta del Presidente de la República 

ocurrida en los dos primeros años del periodo respectivo, si el Congreso 
estuviere en sesiones, se constituirá inmediatamente en Colegio Electoral, 
y concurriendo cuando menos las dos terceras partes del número total de 
sus miembros, nombrará en escrutinio secreto y por mayoría absoluta de vo­
tos, un presidente interino; el mismo Congreso expedirá, dentro de los 
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diez días siguientes al de la designación del presidente interino, la con­
vocatoria para la elección del presidente que deba concluir el periodo 
respectivo; debiendo mediar entre la fecha de la convocatoria y la que se 
señale para la verificación de las elecciones, un plazo no menor de catorce 
meses, ni mayor de dieciocho. 

Si el Congreso no estuviere en sesiones, la Comisión Permanente nom­
brará desde luego un presidente provisional y convocará a sesiones ex­
traordinarias al Congreso para que éste. a su vez, designe al presidente 

interino y expida la convocatoria a elecciones presidenciales en los térmi­
nos del párrafo anterior. 

Cuando la falta de presidente ocurriese en los cuatro últimos años del 
periodo respectivo, si el Congreso de la Unión se encontrase en sesiones, 
designará al presidente sustituto que deberá concluir el periodo; si el Con­
greso no estuviere reunido, la Comisión Permanente nombrará un presidente 
provisional y convocará al Congreso de la Unión a sesiones extraordinarias 
para que se erija en Colegio EleclOral y haga la elección del presidente 
sustituto. 

Anículo 85. Si al comenzar un periodo constitucional no se presentase 
el presidente eleclO, o la elección no estuviere hecha y declarada el Jo. 
de diciembre, cesará, sin embargo, el presidente cuyo periodo haya con­
cluido y se encargará desde luego del Poder Ejecutivo, en calidad de 
Presidente interino, el que designe el Congreso de la Unión, o en su falta. 
con el carácter de provisional, el que designe la Comisión Permanente, 
procediéndose conforme a lo dispuesto en el artículo anterior. 

Cuando la falta del Presidente fuese temporal, el Congreso de la Unión, 
si estuviese reunido, o en su defecto la Comisión Permanente, designará 
un Presidente interino para que funcione durante el tiempo que dure dicha 
falta. 

Cuando la falta del Presidente sea por más de treinta días y el Congreso 
de la Unión no estuviere reunido, la Comisión Permanente convocará a 
sesiones extraordinarias del Congreso para que éste resuelva sobre la li­
cencia y nombre, en su caso, al Presidente interino. 

Si la falta, de temporal se convierte en absoluta, se procederá como 
dispone el artículo anterior. 

Ar1ículo 86. El cargo de Presidente de la República sólo es renunciable 
por causa grave, que calificará el Congreso de la Unión, ante el que se 
presentará la renuncia. 

Artículo 87. El Presidente, al tomar posesión de su cargo, prestará ante 
el Congreso de la Unión o ante la Comisión Permanente, en los recesos 
de aquél, la siguiente protesta: "Protesto guardar y hacer guardar la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella 
emanen y desempeñar leal y patriólicamente el cargo de Presidente de la 
República que el pueblo me ha conferido, mirando en todo por el bien y 
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prosperidad de la Unión, y si así no lo hiciere que la Nación me lo 
demande". 

Artículo 88. El Presidente de la República no podrá ausentarse del te­
rritorio nacional sin permiso del Congreso de la Unión, o de la Comisión 
Permanente, en su caso. 

Artículo 89. Las facullades y obligaciones del Presidente son las si­
guientes: 

l. Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión,
proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia; 

11. Nombrar y remover libremente a los Secretarios del Despacho, al
Procurador General de la República, remover a los Agentes Diplomáticos 
y empleados superiores de Hacienda, y nombrar y remover libremente a 
los demás empleados de la Unión, cuyo nombramiento o remoción no esté 
determinado de otro modo en la Constitución o en las leyes; 

III. Nombrar los ministros, agentes diplomáticos y cónsules generales,
con aprobación del Senado; 

IV. Nombrar con aprobación del Senado, los coroneles y demás oficiales
superiores dd Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales, y los emplea­
dos superiores de Hacienda; 

V. Nombrar a los demás oficiales del Ejército, Armada y Fuerza Aérea
Nacionales con arreglo a las leyes; 

VI. Disponer de la totalidad de la fuerza armada permanente, o sea del
Ejército terrestre, de la Marina de Guerra y de la Fuerza Aérea, para la 
seguridad interior y defensa exterior de la Federación; 

VII. Disponer de la Guardia Nacional para los mismos objetos, en los
términos que previene la fracción IV del artículo 76; 

VIII. Declarar la guerra en nombre de los Estados Unidos Mexicanos
previa ley del Congreso de la Unión; 

IX. Derogada;
X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados internacionales, some­

tiéndolos a la aprobación del Senado. En la conducción de tal política, el 
titular del Poder Ejecutivo observará los siguientes principios normativos; 

la autodeterminación de los pueblos, la no intervención; la solución pacífica 
de controversias; la proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza en 
las relaciones internacionales; la igualdad jurídica de los Estados; la coo­
peración internacional para el desarrollo; la lucha por la paz y la seguridad 
internacionales; 

XI. Convocar al Congreso a sesiones extraordinarias, cuando lo acuerde
la Comisión Permanente; 

XII. Facilitar al Poder Judicial los auxilios que necesite para el ejercicio
expedito de sus funciones; 

XIII. Habilitar toda clase de puertos, establecer aduanas marítimas y
fronterizas y designar su ubicación;
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XIV. Conceder, conforme a las leyes, indultos a los reos sentenciados
por delitos de competencia de los tribunales federales y a los sentencia­
dos por delitos del orden común en el Distrito Federal; 

XV. Conceder privilegios exclusivos por tiempo limitado, con arreglo a
la ley respectiva, a los descubridores, inventores o perfeccionadores de 
algún ramo de la industria; 

XVI. Cuando la Cámara de Senadores no esté en sesiones, el Presidente
de la República podrá hacer los nombramientos de que hablan las fraccio­
nes IJI y IV, con aprobación de la Comisión Permanente; 

XVII. Se deroga;
XVIII. Nombrar ministros de la Suprema Corte de Justicia y someter

los nombramientos, las licencias y las renuncias de ellos, a la aprohaci6n 
de la Cámara de Senadores, o de la Comisión Permanente, en su caso; 

XIX. Derogada;
XX. Las demás que le confiere expresamente esta Constitución.
Artículo 90. La Administración Pública Federal será centralizada y pa-

raestatal conforme a la Ley Orgánica que expida el Congreso, que distri­
buirá los negocios del orden administrativo de la Federación que estarán 
a cargo de las Secretarías de Estado y Departamentos Administrativos y 
definirá las bases generales de creación de las entidades paraestatales y la 
intervención del Ejecutivo Federal en su operación. 

Las leyes determinarán las relaciones entre las entidades paraestatales y 
el Ejecutivo Federal, o entre éstas y las Secretarías de Estado y Departa­
mentos Administrativos. 

Artículo 91. Para ser Secretario del Despacho se requiere: ser ciudadano 
mexicano por nacimiento, estar en ejercicio de sus derechos y tener treinta 
años cumplidos. 

Artículo 92. Todos los Reglamentos, Decretos, Acuerdos y Ordenes del 
Presidente deberán estar firmados por el Secretario de Estado o Jefe de 
Departamento Administrativo a que el asunto corresponda, y sin este re­
quisito no serán obedecidos. 

Artículo 93. Los Secretarios del Despacho y los Jefes de los Departa­
mentos Administrativos, luego que esté abierto el periodo de sesiones or­
dinarias, darán cuenta al Congreso del estado que guarden sus respectivos 
ramos. 

Cualquiera de las Cámaras podrá citar a los Secretarios de Estado y a 
los Jefes de los Departamentos Administrativos, así como a los Directores 
y Administradores de los organismos descentralizados federales o de las 
empresas de participación estatal mayoritaria, para que informen cuando 
se discuta una ley o se estudie un negocio concerniente a sus respectivos 
ramos o actividades. 

Las Cámaras, a pedido de una cuarta parte de sus miemhros, tratándose 
de los diputados, y de la mitad, si se trata de los senadores, tienen la 
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facultad de integrar comisiones para investigar el funcionamiento de dichos 
organismos descentralizados y empresas de participación estatal mayoritaria. 
Los resultados de las investigaciones se harán del conocimiento del Eje­
cutivo Federal. 

CAPÍTULO IV 

Del Poder Judicial 

Artículo 94. Se deposita el ejercicio de un Poder Judicial de la Fede­
ración en una Suprema Corte de Justicia, en Tribunales Colegiados y Uni­
tarios del Circuito y en Juzgados de Distrito. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se compondrá de veintiún 
ministros numerarios, y funcionará en Pleno o en Salas. Se podrán nombrar 
hasta cinco ministros supernumerarios. 

En los términos que la ley disponga las sesiones del Pleno y de las 
Salas serán públicas y por excepción secretas en los casos en que así lo 
exijan la moral o el interés público. 

La competencia de la Suprema Corte, su funcionamiento en Pleno y 
Salas, la competencia de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de 
Distrito y las responsabilidades en que incurran los servidores públicos del 
Poder Judicial de la Federación, se regirán por lo que dispongan las leyes, 
de conformidad con las bases que esta Constitución establece. 

El Pleno de la Suprema Corte determinará el número, división en cir­
cuitos y jurisdicción territorial y especialización por materia de los Tribu­
nales Colegiados y Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito. 

El propio tribunal en Pleno estará facultado para emitir acuerdos gene­
rales a fin de lograr, mediante una adecuada distribución entre las salas 
de los asuntos que competa conocer a la Suprema Corte de Justicia, la 
mayor prontitud en su despacho. 

La ley fijará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que 
establezcan los tribunales del Poder Judicial de la Federación sobre inter­
pretación de la Constitución, leyes y reglamentos federales o locales y 
tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano, así como los 
requisitos para su interrupción y modificación. 

La remuneración que perciban por sus servicios los ministros de la 
Suprema Corte, los magistrados de Circuito y los jueces de Distrito, no 
podrá ser disminuida durante su encargo. 

Los ministros de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán ser privados 
de sus puestos en los términos del Título Cuarto de esta Constitución. 

Artículo 95. Para ser electo ministro de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, se necesita: 

l. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus
derechos políticos y civiles; 
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II. No tener más de sesenta y cinco años de edad, ni menos de treinta
y cinco, el día de la elección; 

III. Poseer el día de la elección, con antigüedad mínima de cinco años,
título profesional de abogado, expedido por la autoridad o corporación 
legalmente facultada para ello; 

IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito
que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare 
de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime se­
riamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, 
cualquiera que haya sido la pena, y 

V. Haber residido en el país durante los últimos cinco años, salvo en
el caso de ausencia en servicio de la República por un tiempo menor de 
seis meses. 

Artículo 96. Los nombramientos de los ministros de la Suprema Corte 
serán hechos por el Presidente de la República y sometidos a la aprobación 
de la Cámara de Senadores, la que otorgará o negará esa aprobación dentro 
del improrrogable término de diez días. Si la Cámara no resolviere den­
tro de dicho término se tendrán por aprobados los nombramientos. Sin la 
aprobación del Senado, no podrán tomar posesión los magistrados de la Su­
prema Corte nombrados por el Presidente de la República. En el caso 
de que la Cámara de Senadores no apruebe dos nombramientos sucesivos 
respecto de la misma vacante, el Presidente de la República hará un tercer 
nombramiento que surtirá sus efectos desde luego, como provisional, y que 
será sometido a la aprobación de dicha Cámara, en el siguiente periodo 
ordinario de sesiones. En este periodo de sesiones, dentro de los primeros 
diez días, el Senado deberá aprobar o reprobar el nombramiento, y si lo 
aprueba o nada resuelve, el magistrado nombrado provisionalmente conti­

nuará sus funciones con el carácter de definitivo. Si el Senado desecha el 
nombramiento cesará desde luego sus funciones el ministro provisional, y 
el Presidente de la República someterá nuevo nombramiento a la aprobación 
del Senado en los términos señalados. 

Artículo 97. Los magistrados de Circuito y los jueces de Distrito serán 
nombrados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deberán satis­
facer los requisitos que exija la ley y durarán seis años en el ejercicio de 
su encargo, al término de los cuales, si fueren reelectos o promovidos a 
cargos superiores, sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos 
del título cuarto de esta Constitución. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá nombrar alguno o 
algunos de sus miembros o algún juez de Distrito o magistrado de Circuito, 
o designar uno o varios comisionados especiales, cuando así lo juzgue
conveniente o lo pidiere el Ejecutivo Federal o alguna de las Cámaras del
Congreso de la Unión, o el gobernador de algún Estado, únicamente para
que averigüe la conducta de algún juez o magistrado federal; o algún
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hecho o hechos que constituyan una grave violación de alguna garantía 
individual. 

La Suprema Corte de Justicia está facultada para practicar de oficio la 
averiguación de algún hecho o hechos que constituyan la violación del 
voto público. pero sólo en los casos en que a su juicio pudiera ponerse 

en duda la legalidad de todo el proceso de elección de alguno de los 
Poderes de la Unión. Los resultados de la investigación se harán llegar 
oportunamente a los órganos competentes. 

Los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito serán distribuidos 
entre los ministros de la Suprema Corte, para que éstos los visiten perió­
dicamente, vigilen la conducta de los magistrados y jueces que los desem­
peñen, reciban las quejas que hubiere contra ellos y ejerzan las demás 
atribuciones que señala la ley. La Suprema Corte de Justicia nombrará y 
renovará a su secretario y demás empleados que le correspondan con es­
tricta observancia de la ley respectiva. En igual forma procederán los ma­
gistrados de Circuito y jueces de Distrito, por lo que se refiere a sus 
respectivos secretarios y empleados. 

La Suprema Corte de Justicia cada año designará uno de sus micmhros 

como presidente, pudiendo éste ser reelecto. 
Cada ministro de la Suprema Corte de Justicia, al entrar a ejercer su 

encargo, protestará ante el Senado y, en sus recesos, ante la Comisión 
Permanente. en la siguiente forma: 

Presidente: "¿Protestáis desempeñar leal y patrióticamente el cargo de 
ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se os ha 
conferido y guardar y hacer guardar la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen, mirando en todo por 
el bien y prosperidad de la Unión?" 

Ministro: "Sí protesto". 
Presidente: "Si no lo hiciereis así, la Nación os lo demande." 
Los magistrados de Circuito y los jueces de Distrito protestarán ante la 

Suprema Corte o ante la autoridad que determine la ley. 
Artículo 98. Los ministros numerarios de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación serán suplidos en sus faltas temporales por los supernume­
rarios. 

Si la falta excediere de un mes, el Presidente de la República someterá 
el nombramiento de un ministro provisional a la aprobación del Senado o 
en su receso a la de la Comisión Permanente, observándose, en su caso, 
lo dispuesto en la parte final del artículo 96 de esta Constitución. 

Si faltare un ministro por defunción o por cualquiera causa de separación 
definitiva, el Presidente someterá un nuevo nombramiento a la aprobación 
del Senado. Si el Senado no estuviere en funciones, la Comisión Perma­
nente dará su aprobación, mientras se reúne aquél y da la aprobación 
definitiva. 
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Los supernumerarios que suplan a los numerarios, permanecerán en el 
desempeño del cargo hasta que tome posesión el ministro nombrado por 
el Presidente de la República, ya sea con carácter provisional o definitivo. 

Artículo 99. Las renuncias de los ministros de la Suprema Corte de 
Justicia solamente procederán por causas graves; serán sometidas al Eje­
cutivo y si éste las acepta, serán enviadas para su aprobación al Senado 
y, en su receso, a la de la Comisión Permanente. 

Artículo 100. Las licencias de los ministros. cuando no excedan de un 
mes, serán concedidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación; las 
que excedan de este tiempo, las concederá el Presidente de la Repúhlica 
con la aprobación del Senado, o en sus recesos, con la de la Comisión 
Permanente, salvo en los casos previstos en los párrafos dieciséis y die­
cinueve del artículo 41 de esta Constitución. Ninguna licencia podrá ex­
ceder del término de dos años. 

Artículo 101. Los ministros de la Suprema Corte de Justicia, los ma­
gistrados de Circuito, los jueces de Distrito y los respectivos secretarios, 
no podrán, en ningún caso, aceptar y desempeñar empleo o encargo de la 
Pederación, de los Estados o de particulares, salvo los cargos no remune­
rados en asociaciones científicas, docentes, literarias o de beneficencia. La 
infracción de esta disposición será castigada con la pérdida del cargo. 

Artículo 102. 

A. La ley organizará el Ministerio Público de la Federación, cuyos
funcionarios serán nombrados y removidos por el Ejecutivo, de acuerdo 
con la ley respectiva, debiendo estar presididos por un Procurador {ieneral, 
el que deberá tener las mismas calidades requeridas para ser ministro de 
la Suprema Corte de Justicia. 

Incumbe al Ministerio Público de la Federación la persecución, ante los 
tribunales, de todos los delitos del orden federal; y, por lo mismo, a él 
le corresponderá solicitar las órdenes de aprehensión contra los inculpados; 
buscar y presentar las pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos, 
hacer que los juicios se sigan con toda regularidad para que la adminis­
tración de justicia sea pronta y expedita; pedir la aplicación de las penas 
e intervenir en todos los negocios que la ley determine. 

El Procurador General de la República intervendrá personalmente en las 
controversias que se suscitaren entre dos o más Estados de la Unión. entre 
un Estado y la Federación o entre los Poderes de un mismo estado. 

En todos los negocios en que la Federación fuese parte, en los casos 
de los diplomáticos y los cónsules generales y en los demás en que deha 
intervenir el Mmisterio Público de la Federación, el Procurador General 
lo hará por sí o por medio de sus agentes. 

El Procurador General de la República será el consejero jurídico del 
gobierno. Tanto él corno sus agentes serán responsables de toda falta, 
omisión o violación a la ley, en que incurran con motivo de sus funciones. 
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B. El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados en el
ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de pro­
tección de los Derechos Humanos que otorga el orden jurídico mexicano, 

los que conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza 
administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor público, con 
excepción de los del Poder Judicial de la Federación, que violen estos 
derechos. Formularán recomendaciones públicas autónomas. no vinculatorias 

y denuncias y quejas ante las autoridades respectivas. 
Estos organismos no serán competentes tratándose de asuntos electorales, 

laborales y jurisdiccionales. 
El organismo que establezca el Congreso de la Unión conocerá de las 

inconformidades que se presenten en relación con Jas recomendaciones, 
acuerdos u omisiones de los organismos equivalentes de los Estados. 

Artículo 103. Los tribunales de la Federación resolverán toda contro­
versia que se suscite: 

l. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;
11. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan

la soberanía de los Estados, y 
III. Por leyes o actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera

de la autoridad federal. 
Artículo 104. Corresponde a los tribunales de la Federación conocer: 
l. De todas las controversias del orden civil o criminal que se susciten

sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los tra1ados 
internacionales celebrados por el Estado Mexicano. Cuando dichas contro­
versias sólo afecten intereses particulares, podrán conocer también de ellas, 
a elección del actor, los jueces y tribunales del orden común de los Estados 
y del Distrito Federal. Las sentencias de primera instancia podrán ser ape­
lables para ante el superior inmediato del juez que conozca del asunto en 
primer grado; 

1-8. De los recursos de revisión que se interpongan contra las resolu­

ciones definitivas de los tribunales de lo contencioso-administrativo a que 
se refieran la fracción XXIX-H del artículo 73 y fracción IV, inciso e) 
del artículo 122 de esta Constitución, sólo en los casos que señalen las 
leyes. Las revisiones, de la cuales conocerán los Tribunales Colegiados de 
Circuito, se sujetarán a los trámites que la ley reglamentaria de los artículos 
103 y 107 de esta Constitución fije para la revisión en amparo indirecto, 
y en contra de las resoluciones que en ellas dicten los Tribunales Cole­
giados de Circuito no procederá juicio o recurso alguno; 

11. De todas las controversias que versen sobre derecho marítimo;
III. De aquellas en que la Federación fuese parte:
IV. De las que se susciten entre dos o más Estados o un Estado y la

Federación, así como de las que surgieren entre los trihunales del Dis1rito 

Federal y los de la Federación o un Estado; 
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V. De las que surjan entre un Estado y uno o más vecinos de otro, y
VI. De los casos concernientes a miembros del Cuerpo Diplomático y

Consular. 
Artículo 105. Corresponde sólo a la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación conocer de las controversias que se susciten entre dos o más Es­
tados; entre uno o más Estados y el Distrito Federal; entre los poderes de 
un mismo Estado y entre órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre 
la constitucionalidad de sus actos y de los conflictos entre la Federación 
y uno o más Estados, así como de aquellas en que la Federación sea parte 
en los casos que establezca la ley. 

Artículo 106. Corresponde al Poder Judicial de la Federación en los 
términos de la ley respectiva, dirimir las competencias que se susciten 
entre los tribunales de la Federación, entre éstos y los de los Estados o entre 
los de un Estado y los de otro. 

Artículo 107. Todas las controversias de que habla el artículo 103 se 
sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine 
la ley, de acuerdo con las bases siguientes: 

l. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada;
11. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos par­

ticulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre 
el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley 
o acto que la motivare.

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de
acuerdo con lo que disponga la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 
107 de esta Constitución. 

Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia 
privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierra, aguas, 
pastos y montes a los ejidos o a los núcleos de población que de hecho 
o por derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros,
deberán recabarse de oficio todas aquellas pruebas que puedan beneficiar
a las entidades o individuos mencionados y acordarse las diligencias que
se estimen necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la
naturaleza y efectos de los actos reclamados.

En los juicios a que se refiere el párrafo anterior no procederán, en 
perjuicio de los núcleos ejidales o comunales, o de los cjidatarios o co­
muneros, el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la 
instancia, pero uno y otra sí podrán decretarse en su beneficio. Cuando 
se reclamen actos que afecten los derechos colectivos del núcleo tampoco 
procederán el desistimiento ni el consentimiento expreso de los propios 
actos, salvo que el primero sea acordado por la Asamblea General o el 
segundo emane de ésta. 

111. Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, administrativos
o del trabajo, el amparo sólo procederá en los casos siguientes:
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a) Contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin
al juicio, respecto de las cuales no proceda ningún recurso ordinario por 

el que puedan ser modificados o reformados, ya sea que la violación se 
cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las 
defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo; siempre que en 
materia civil haya sido impugnada la violación en el curso del procedi­
miento mediante el recurso ordina!'io establecido por la ley e invocada 
como agravio en la segunda instancia, si se cometió en la primera. Estos 
requisitos no serán exigibles en el amparo contra sentencias dictadas en 
controversias sobre acciones del estado civil o que afecten al orden y a 
la estabilidad de la familia. 

b) Contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación,
fuera del juicio o después de concluido, una vez agotados los recursos 
que en su caso procedan, y 

e) Contra actos que afecten a personas extrañas al juicio;
IV. En materia administrativa el amparo procede, además, contra reso­

luciones que causen agravio no reparable mediante algún recurso, juicio o 
medio de defensa legal. No será necesario agotar éstos cuando la ley que 
los establezca exija, para otorgar la suspensión del acto reclamado, mayores 
requisitos que los que la Ley Reglamentaria del Juicio de Amparo requiera 
como condición para decretar esa suspensión; 

V. El amparo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que
pongan fin al juicio, sea que la violación se cometa durante el procedi­
miento o en la sentencia misma, se promoverá ante el Tribunal Colegiado 
de Circuito que corresponda, conforme a la distribución de competencias 
que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en los 
casos siguientes: 

a) En materia penal, contra resoluciones definitivas dictadas por tribu­
nales judiciales, sean éstos federales, del orden común o militares. 

b) En materia administrativa, cuando se reclamen por particulares sen­
tencias definitivas y resoluciones que ponen fin al juicio dictadas por tri­
bunales administrativos o judiciales, no reparables por algún recurso, juicio 

o medio ordinario de defensa legal.
c) En materia civil, cuando se reclamen sentencias definitivas dictadas

en juicios del orden federal o en juicios mercantiles, sea federal o local 
la autoridad que dicte el fallo, o en juicios del orden común. 

En los juicios civiles del orden federal las sentencias podrán ser recla­
madas en amparo por cualquiera de las partes, incluso por la Federación, 
en defensa de sus intereses patrimoniales, y 

d) En materia laboral, cuando se reclamen laudos dictados por las
Juntas Locales o la Federal de Conciliación y Arbitraje, o por el Tribunal 
Federal de Conciliación y Arbitraje de los Trabajadores al Servicio del 
Estado. 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1994. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/vhLzLB



MÉXICO 61 

La Suprema Corte de Justicia de oficio o a petición fundada del co­
rrespondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de 
la República, podrá conocer de los amparos directos que por sus caracte­
rísticas especiales así lo ameriten. 

VI. En los casos a que se refiere la fracción anterior, la Ley Regla­
mentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución señalará el trámite 
y los t6rminos a que deberán someterse los Tribunales Colegiados de Cir­
cuito y, en su caso, la Suprema Corte de Justicia, para dictar sus respec­
tivas resoluciones; 

VII. El amparo contra actos en juicio, fuera de juicio o después de
concluido, o que afecten a personas extrañas al juicio. contra leyes o contra 
actos de autoridad administrativa, se interpondrá ante el juez de Distrito 
bajo cuya jurisdicción se encuentre el lugar en que el acto reclamado se 
ejecute o trate de ejecutarse, y su tramitación se limitará al informe de 
la autoridad, a una audiencia para la que se citará en el mismo auto en 
el que se mande pedir el informe y se recihirán las pruebas que las partes 
interesadas ofrezcan y oirán los alegatos, pronunciándose en la misma au­
diencia la sentencia; 

VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo los jueces de
Distrito, procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia: 

a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por esti­
marlos directamente violatorios de esta Constitución, leyes federales o lo­
cales, tratados internacionales. reglamentos expedidos por el Presidente de 
la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 de esta Consti­
tución y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de 
los Estados o por el Jefe del Distrito Pcdcral, subsista en el recurso el 
problema de constitucionalidad. 

b) Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y
III del artículo 103 de esta Constitución. 

La Suprema Corte de Justicia de oficio o a petición fundada del co­
rrespondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de 
la República, podrá conocer de los amparos en revisión que por sus ca­
racterísticas especiales así lo ameriten. 

En los casos no previstos en los párrafos anteriores, conocerán de la 
revisión los Tribunales Colegiados de Circuito y sus sentencias no admi­
tirán recurso alguno; 

IX. Las resoluciones que en materia de amparo <.lirccto pronuncien los
Tribunales Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, a menos de 
que decidan sobre la inconstitucionalidad de una ley o establezcan la in­
terpretación directa de un precepto de la Constitución, caso en que serán 
recurribles ante la Suprema Corte de Justicia, limitándose la materia del 
recurso exclusivamente a la decisión de las cuestiones propiamente cons­
titucionales; 
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X. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos
y mediante las condiciones y garantías que determine la ley, para lo cual 
se tomará en cuenta la naturaleza de la violación alegada, la dificultad de 
reparación de los daños y perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su 
ejecución, los que la suspensión origine a terceros perjudicados y el interés 
público. 

Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias definitivas 
en materia penal al comunicarse la interposición del amparo, y en materia 
civil, mediante fianza que dé el quejoso para responder de los daños y 
perjuicios que tal suspensión ocasionare, la cual quedará sin efecto si la 
otra parte da contrafianza para asegurar la reposición de las cosas al estado 
que guardaban si se concediese el amparo, y a pagar los daños y perjuicios 
consiguientes: 

XI. La suspensión se pedirá ante la .autoridad responsable cuando se
trate de amparos directos promovidos ante los Tribunales Colegiados de 
Circuito, y la propia autoridad responsable decidirá al respecto; en todo 
caso, el agraviado deberá presentar la demanda de amparo ante la propia 
autoridad responsable, acompañando copias de la demanda para las demás 
partes en el juicio, incluyendo una para el Ministerio Público y una para 
el expediente. En los demás casos. conocerán y resolverán sobre la sus­
pensión los juzgados de Distrito; 

XII. La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal,
19 y 20 se reclamará ante el superior del tribunal que la cometa, o ante 
el juez de Distrito que corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro 
caso, las resoluciones que se pronuncien en los términos prescritos por la 
fracción Vlll. 

Si el juez de Distrito no residiere en el mismo lugar que reside la 

autoridad responsable, la ley determinará el juez ante el que se ha de 
presentar el escrito de amparo, el que podrá suspender provisionalmente 
el acto reclamado, en los casos y términos que la misma ley establezca; 

Xlll. Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis 
contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, los ministros 
de la Suprema Corte de Justicia, el Procurador General de la República, 
los mencionados tribunales o las partes que intervinieron en los juicios 
en que dichas tesis fueron sustentadas, podrán denunciar la contradicción 
ante la Sala que corresponda, a fin de que decida cuál tesis debe pre­
valecer. 

Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia sustenten tesis con­
tradictorias en los juicios de amparo materia de su competencia, cualquiera 
de esas Salas, el Procurador General de la República o las partes que 
intervinieron en los juicios en que tales tesis hubieran sido sustentadas. 
podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, que 
funcionando en Pleno decidirá cuál tesis debe prevalecer. 
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La resolución que pronuncien las Salas o el Pleno de la Suprema Corte 
en los casos a que se refieren los dos párrafos anteriores, sólo tendrá el 
efecto de fijar la jurisprudencia y no afectará las situaciones jurídicas 
concretas derivadas de las sentencias dictadas en los juicios en que hubiese 
ocurrido la contradicción; 

XIV. Salvo lo dispuesto en el párrafo final de la fracción JI de este
artículo, se decretará el sobreseimiento del amparo o la caducidad de la 
instancia por inactividad del quejoso o del recurrente, respectivamente, 
cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, en los casos 
y términos que señale la ley reglamentaria. La caducidad de la instancia 
dejará firme la serncncia recurrida; 

XV. El Procurador General de la República o el agente del Ministerio
Público Federal que al efecto designare, será parte en todos los juicios de 
amparo; pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios, cuando el 
caso de que se trate carezca, a su juicio, de interés público; 

XVI. Si concedido el amparo la autoridad responsable insistiere en la
repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de la autoridad 
federal, será inmediatamente separada de su cargo y consignada ante el 
juez de Distrilo que corresponda; 

XVll. La autoridad responsable será consignada a la autoridad corres­
pondiente, cuando no suspenda el acto reclamado debiendo hacerlo, y cuan­
do admita fianza que resulte ilusoria o insuficicrne, siendo, en estos dos 
últimos casos, solidaria la responsabilidad civil de la autoridad con el que 
ofreciere la fianza y el que la prestare, y 

XVIII. (Se deroga).

TÍTULO CUARTO 

DE LAS RESPONSAHILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

Artículo /08. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este 
Título se reputarán como servidores públicos a los representantes de elec­
ción popular, a los miembros de los poderes Judicial Federal y Judicial 
del Distrito Federal, a los funcionarios y empleados, y, en general a toda 
persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier natura­
leza en la Administración Pública Federal o en el Distrito Federal. quienc, 
serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el de­
sempeño de sus respectivas funciones. 

El presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo 
podrá ser acusado por traición a la patria y delitos graves del orden común. 

Los gobernadores de los Estados, los diputados a las Legislaturas Lo­
cales y los magistrados de los Tribunales Supremos de Justicia Locales, 
serán responsables por violaciones a esta Constitución y a las leyes fede­
rales, así como por el manejo indebido de fondos y recursos federales. 
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Las Constituciones de los Estados de la República precisarán, en los 
mismos términos del primer párrafo de este artículo y para los efectos de 
sus responsabilidades, el carácter de servidores públicos de quienes desem­

peñen empleo, cargo o comisión en los Estados y en los Municipios. 
Artículo 109. El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados, 

dentro de los ámbitos de sus respectivas competencias, expedirán las leyes 
de responsabilidad de los servidores públicos y las demás normas condu­
centes a sancionar a quienes, teniendo este carácter, incurran en respon­
sabilidad, de conformidad con las siguientes prevenciones: 

l. Se impondrán, mediante juicio político, las sanciones indicadas en el
artículo I JO a los servidores públicos señalados en el mismo precepto 
cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones que 
redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen 
despacho. 

No procede el juicio político por la mera expresión de ideas. 
II. La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público será

perseguida y sancionada en los términos de la legislación penal; y 
III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por

los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, impar­
cialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, 
cargos o comisiones. 

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas se 
desarrollarán autónomamente. No podrán imponerse dos veces por una sola 
conducta sanciones de la misma naturaleza. 

Las Leyes determinarán casos y las circunstancias en los que se dcha 

sancionar penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a los servidores 
públicos que durante el tiempo de su encargo, o por motivos del mismo, 
por sí o por interpósita persona, aumenten substancialmente su patrimonio, 
adquieran o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya procedencia lícita 
no pudiesen justificar. Las leyes penales sancionarán con el decomiso y 
con la privación de la propiedad de dichos bienes, además de las otras 
penas que correspondan. 

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y mediante la 
presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante la Cá­
mara de Diputados del Congreso de la Unión respecto de las conductas a 
las que se refiere el presente artículo. 

Artículo 110. Podrán ser sujetos de juicio político los senadores y di­
putados al Congreso de la Unión, los ministros de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, los secretarios de Despacho, los jefes de departa­
mento administrativo, los representantes a la Asamblea del Distrito Federal, 
el titular del órgano u órganos de gobierno del Distrito Federal, el pro­
curador general de la República, el procurador general de Justicia del 
Distrito Federal, los magistrados de Circuito y jueces de Distrito, los ma-
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gistrados y jueces del Fuero Común del Distrito Federal, los directores 
generales o sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas 
de participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas 
a éstas y fideicomisos públicos. 

Los gobernadores de los Estados, diputados locales y magistrados de 
los Tribunales Superiores de Justicia locales, sólo podrán ser sujetos de juicio 
político en los términos de este título por violaciones graves a esta Cons­
titución y a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo 
indebido de fondos y recursos federales, pero en este caso la resolución 
será únicamente declarativa y se comunicará a las legislaturas locales para 
que en ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda. 

Las sanciones consistirán en la destitución del servidor público y en su 
inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos o comisiones de 
cualquier naturaleza en el servicio público. 

Para la aplicación de las sanciones a que se refiere este precepto, la 
Cámara de Diputados procederá a la acusación respectiva ante la Cámara 
de Senadores, previa declaración de la mayoría absoluta del número de 
los miembros presentes en sesión de aquella Cámara, después de haber 
sustanciado el prncedimiento respectivo y con audiencia del inculpado. 

Conociendo de la acusación la Cámara de Senadores, erigida en jurado 
de sentencia, aplicará la sanción correspondiente mediante resolución de 
las dos terceras partes de los miembros presentes en sesión. una vez prac­
ticadas las diligencias correspondientes y con audiencia del acusado. 

Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Sena­
dores son inatacables. 

Artículo 111. Para proceder penalmente contra los diputados y senadores 
al Congreso de la Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, los secretarios de Despacho, los jefes de departamento ad­
ministrativo, los representantes a la Asamblea del Distrito Federal, el titular 
del órgano de gobierno del Distrito Federal, el procurador general de la 
República y el procurador general de Justicia del Distrito Federal, por 
la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara de 
Diputados declarará por mayoría absoluta de sus miembros presentes en 
sesión, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado. 

Si la resolución de la Cámara fuese negativa se suspenderá todo pro­
cedimiento ulterior, pero ello no será obstáculo para que la imputación 
por la comisión del delito continúe su curso, cuando el inculpado haya 
concluido el ejercicio de su encargo, pues la misma no prejuzga los fun­
damentos de la imputación. 

Si la Cámara declara que ha lugar a proceder, el sujeto quedará a dispo­
sición de las autoridades competentes para que actúen en arreglo a la ley. 

Por lo que toca al presidente de la República sólo habrá lugar a acusarlo 
ante la Cámara de Senadores en los términos del artículo 11 O. En este 
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supuesto, la Cámara de Senadores resolverá con base en la legislación 
penal aplicable. 

Para poder proceder penalmente por delitos federales contra los gober­
nadores de los Estados, diputados locales y magistrados de los Tribunales 
Superiores de Justicia de los Estados, se seguirá el mismo procedimiento 
establecido en este artículo, pero en este supuesto, la declaración de pro­
cedencia será para el efecto de que se comunique a las legislaturas locales, 
para que en ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda. 

Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados o Sena­
dores son inatacables. 

El efecto de la declaración de que ha lugar a proceder contra el incul­
pado será separarlo de su encargo en tanto esté sujeto a proceso penal. 
Si éste culmina en sentencia absolutoria el inculpado podrá reasumir su 
función. Si la sentencia fuese condenatoria y se trata de un delito cometido 
durante el ejercicio de su encargo. no se concederá al reo la gracia del 
indulto. 

En demandas del orden civil que se entablen contra cualquier servidor 
público no se requerirá declaración de procedencia. 

Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con lo dispuesto en la 
legislación penal y tratándose de delitos por cuya comisión el autor obtenga 
un beneficio económico o cause daños o perjuicios patrimoniales, deberán 
graduarse de acuerdo con el lucro obtenido y con la necesidad de satisfacer 
los daños y perjuicios causados por su conducta ilícita. 

Las sanciones económicas no podrán exceder de tres tantos de los be­
neficios obtenidos o de los daños o perjuicios causados. 

Artículo 112. No se requerirá declaración de procedencia de la Cámara 
de Diputados cuando alguno de los servidores públicos a que hace refe­
rencia el párrafo primero del artículo 111 cometa un delito durante el 
tiempo en que se encuentre separado de su encargo. 

Si el servidor público ha vuelto a desempeñar sus funciones propias o 
ha sido nombrado o electo para desempeñar otro cargo distinto, pero de 
los enumerados por el artículo 111, se procederá de acuerdo con lo dis­
puesto en dicho precepto. 

Artículo 113. Las Leyes sobre responsabilidades administrativas de los 
servidores públicos, determinarán sus obligaciones a fin de salvaguardar la 
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de 
sus funciones, empleos, cargos y comisiones; las sanciones aplicables por 
los actos u omisiones en que incurran, así como los procedimientos y las 
autoridades para aplicarlas. Dichas sanciones, además de las que señalen 
las leyes, consistirán en suspensión, destitución e inhabilitación, así como 
en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los be­
neficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños y per­
juicios patrimoniales causados por sus actos u omisiones a que se refiere 
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la fracción III del artículo 109, pero que no podrán exceder de tres tantos 
de los beneficios obtenidos o de los daños y perjuicios causados. 

Artículo 114. El procedimiento de juicio político sólo podrá iniciarse 
durante el periodo en el que el servidor público desempeñe su cargo y 
dentro de un año después. Las sanciones correspondientes se aplicarán en 
un periodo no mayor de un año a partir de iniciado el procedimiento. 

La responsabilidad por delitos cometidos durante el tiempo del encargo 
por cualquier servidor público, será exigible de acuerdo con los plazos de 
prescripción consignados en la Ley penal, que nunca serán inferiores a 
tres años. Los plazos de prescripción se interrumpen en tanto el servidor 
público desempeña alguno de los encargos a que hace referencia el artícu­
lo 111. 

La ley señalará los casos de prescripción de la responsabilidad admi­
nistrativa tomando en cuenta la naturaleza y consecuencia de los actos y 
omisiones a que hace referencia la fracción III del artículo 109. Cuando 
dichos actos u omisiones fuesen graves los plazos de prescripción no serán 
inferiores a tres años. 

TÍTULO QUINTO 

DE LOS ESTADOS DE LA FEDERACIÓN 
Y DEL DISTRITO FEDERAL 

Arrículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma 
de gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de 
su división territorial y de su organización política y administrativa, el 

Municipio Libre conforme a las bases siguientes: 
J. Cada Municipio será administrado por un Ayuntamiento de elección

popular directa y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el 
Gobierno del Estado. 

Los presidentes municipales, regidores y síndicos de los ayuntamientos 
electos popularmente por elección directa, no podrán ser reelectos para el 
periodo inmediato. Las personas que por elección indirecta, o por nombra­
mientos o designación de alguna autoridad desempeñen las funciones pro­
pias de esos cargos, cualquiera que sea la denominación que se les dé, 
no podrán ser electas para el periodo inmediato. Todos los funcionarios 
antes mencionados, cuando tengan el carácter de propietarios, no podrán 
ser electos para el periodo inmediato con el carácter de suplentes, pero 
los que tengan el carácter de suplentes sí podrán ser electos para el periodo 
inmediato como propietarios a menos que hayan estado en ejercicio. 

Las legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus 
integrantes, podrán suspender ayuntamientos, declarar que éstos han desa­
parecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, por 
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alguna de las causas graves que la ley local prevenga, siempre y cuando 
sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir las pruebas 
y hacer los alegatos que a su juicio convengan. 

En caso de declararse desaparecido un ayuntamiento o por renuncia o 
falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no 
procediere que entraren en funciones los suplentes ni que se celebraren 
nuevas elecciones, las legislaturas designarán entre los vecinos a los Con­
sejos Municipales que concluirán los periodos respectivos. 

Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será suhs­
tituido por su suplente, o se procederá según lo disponga la ley; 

II. Los Municipios estarán investidos de personalidad jurídica y mane­
jarán su patrimonio conforme a la ley. 

Los ayuntamientos poseerán facultades para expedir de acuerdo con las 
bases normativas que deberán establecer las legislaturas de los Estados, 
los bandos de policía y buen gobierno y los reglamentos, circulares y 
disposiciones adminislrativas de observancia general dentro de sus respec­
tivas jurisdicciones; 

111. Los Municipios, con el concurso de los Estados cuando así fuere
necesario y lo determinen las leyes, tendrán a su cargo los siguientes 
servicios públicos: 

a) Agua potable y alcantarillado
b) Alumbrado público
c) Limpia
d) Mercados y centrales de abasto
e) Panteones
f) Rastro
g) Calles, parques y jardines
h) Seguridad pública y tránsito, e
i) Los demás que las legislaturas locales determinen según las condi­

ciones territoriales y socioeconómicas de los Municipios, así como su ca­
pacidad administrativa y financiera. 

Los Municipios de un mismo Estado. previo acuerdo entre sus ayunta­
mientos y con sujeción a la ley, podrán coordinarse y asociarse para la 
más eficaz prestación de los servicios públicos que les corresponda; 

IV. Los Municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se
formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como 
de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a 
su favor, y en todo caso: 

a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que esta­
blezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, 
división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por 
hase el cambio de valor de los inmuebles. 
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Los Municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que éste 
se haga cargo de algunas de las funciones relacionadas con la administra­
ción de esas contribuciones. 

h) Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federación
a los Municipios con arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente 
se determinen por las legislaturas de los Estados. 

e) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su
cargo. 

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para esta­
blecer las contribu�iones a que se refieren los incisos a) y e). ni conce­
derán exenciones en relación con las mismas. Las leyes locales no esta­
blecerán exenciones o subsidios respecto de las mencionadas contribuciones. 
en favor de personas físicas o morales. ni de instituciones oficiales o 
privadas. Sólo los bienes del dominio público de la Federación. de lo, 
Estados o de los Municipios estarán exentos de dichas contribuciones. 

Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los 
ayuntamientos y revisarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egre­
sos serán aprobados por los ayuntamientos con hase en sus ingresos dis­
ponibles; 

V. Los Municipios. en lo.-. términos de las leyes federales y estatales
relativas, estarán facultados para formular, aprobar y administrar la zoni­
ficación y planes de desarrollo urbano municipal: participar en la creación 
y administración de sus reservas territoriales; controlar y vigilar la utili­
zación del suelo en sus jurisdicciones territoriales: intervenir en la regu­
larización de la tenencia de la tierra urhana: otorgar licencias y permisos 
para construcciones, y participar en la creación y administración de zona-; 
de reservas ecológicas. Para tal efecto y de conformidad a los fines seña­
lados en el párrafo tercern del artículo 27 de esta Constitución, expedirán 
los reglamentos y disposiciones administrativas que fueren necesarios. 

VI. Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales
de dos o más entidades federativas formen o tiendan a formar una conti­
nuidad demográfica. la Federación, las entidades federativas y los Muni­
cipios respectivos, en el ámbito de sus competencias. planearán y regularán 
<le manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos centros con apego 
a la ley federal de la materia; 

Vil. El Ejecutivo Federal y los gobernadores de los Estados tendrán el 
mando de la fuerza púhlica en los Municipios donde residieren habitual o 
transitoriamente; 

VIII. La leyes de los estados introducirán el principio de la repre­
sentación proporcional en la elección de los ayuntamientos de todos los 
Municipios. 

Las relaciones de trabajo entre los Municipios y sus trabajadores se 
regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los Estados con base 
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en lo dispuesto en el artículo 123 de esta Constitución, y sus disposiciones 
reglamentarias. 

Artículo 116. El poder público de los Estados se dividirá, para su ejer­
cicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más 
de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el 
legislativo en un solo individuo. 

Los Poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución 
de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas: 

l. Los gobernadores de los Estados no podrán durar en su cargo más
de seis años. 

La elección de los gobernadores de los Estados y de las legislaturas 
locales será directa y en los términos que dispongan las leyes electorales 
respectivas. 

Los gobernadores de los Estados, cuyo origen sea la elección popular, 
ordinaria o extraordinaria. en ningún caso y por ningún motivo podrán 
volver a ocupar ese cargo, ni aun con el carácter de interinos, provisio­
nales, sustitutos o encargados del despacho. 

Nunca podrán ser electos para el periodo inmediato: 

a) El gobernador sustituto constitucional, o el designado para concluir
el periodo en caso de falta absoluta del constitucional, aun cuando tenga 
distinta denominación. 

b) El gobernador interino, el provisional o el ciudadano que, bajo cual­
quiera denominación supla las faltas temporales del gobernador, siempre 
que desempeñe el cargo los dos últimos años del periodo. 

Sólo podrá ser gobernador constitucional de un Estado un ciudadano 
mexicano por nacimiento y nativo de él, o con residencia efectiva no 
menor de cinco años inmediatamente anteriores al día de la elección; 

II. El número de representantes en las legislaturas de los Estados será
proporcional al de habitantes de cada uno; pero, en todo caso, no podrá 
ser menor de siete diputados en los Estados cuya población no llegue a 
400 mil habitantes; de nueve, en aquellos cuya población exceda de este 
número y no llegue a 800 mil habitantes, y de 11 en los Estados cuya 
población sea superior a esta última cifra. 

Los diputados a las legislaturas de los Estados no podrán ser reelecros 
para el periodo inmediato. Los diputados suplentes podrán ser electos para 
el periodo inmediato con el carácter de propietario, siempre que no hu­
bieren estado en ejercicio, pero los diputados propietarios no podrán ser 
electos para el periodo inmediato con el carácter de suplentes. 

En la legislación electoral respectiva se introducirá el sistema de dipu­
tados de minoría en la elección de las legislaturas locales; 

III. El Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales que
establezcan las Constituciones respectivas. 
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La independencia de los magistrados y jueces en el ejercicio de sus 
funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las Leyes Or­
gánicas de los Estados, las cuales establecerán las condiciones para el 
ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales 
de los Estados. 

Los magistrados integrantes de los Poderes Judiciales locales deberán 
reunir los requisitos señalados por el artículo 95 de esta Constitución. 

Los nombramientos de los magistrados y jueces integrantes de los Poderes 
Judiciales locales serán hechos preferentemente entre aquellas personas que 
hayan prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la administraci6n 
de justicia o que lo merezcan por su honorabilidad, competencia y antece­

dentes en otras ramas de la profesión jurídica. 

Los jueces de primera instancia y los que con cualquiera otra denomi­
nación se creen en los Estados, serán nombrados por el Tribunal Superior 
o por el Supremo Tribunal de Justicia de cada Estado.

Los magistrados durarán en el ejercicio de su encargo el tiempo que
señalen las Constituciones locales, podrán ser reelectos, y si lo fueren , 
sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos que determinen 
las Constituciones y las Leyes de Responsabilidad de los Servidores Pú­
blicos de los Estados. 

Los magistrados y los jueces percibirán una remuneración adecuada e 
irrenunciable, la cual no podrá ser disminuida durante su encargo; 

IV. Las Constituciones y leyes de los Estados podrán instituir tribunales
de lo contencioso-administrativo dotados de plena autonomía para dictar 
sus fallos, que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten 
entre la Administración Pública Estatal y los particulares, estableciendo las 
normas para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y los 
recursos contra sus resoluciones; 

V. Las relaciones de trabajo entre los Estados y sus trabajadores se
regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los Estados con base 
en lo dispuesto por el artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones reglamentarias; y 

VI. La federación y los Estados, en los términos de ley, podrán convenir
la asunción por parte de éstos del ejercicio de sus funciones, la ejecuci6n 
y operación de obras y la prestación de servicios públicos cuando el de­
sarrollo económico y social lo haga necesario. 

Los Estados estarán facultados para celebrar esos convenios con sus 
Municipios, a efecto de que éstos asuman la prestación de los servicios o 
la atención de las funciones a las q¡¡e se refiere el párrafo anterior. 

Artículo 117. Los Estados no pueden, en ningún caso: 
l. Celebrar alianza, tratado o coalición con otro Estado ni con las po­

tencias extranjeras; 
II. Derogada;
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III. Acuñar moneda, emitir papel moneda, estampillas, ni papel sellado;
IV. Gravar el tránsito de personas o cosas que atraviesen su territorio;
V. Prohibir ni gravar. directa ni indirectamente, la entrada a su territorio,

ni la salida de él, a ninguna mercancía nacional o extranjera; 
VI. Gravar la circulación ni el consumo de efectos nacionales o extran­

jeros, con impuestos o derechos cuya exención se efectúe por aduanas 
locales, requiera inspección o registro de bultos, o exija documentación 
que acompañe la mercancía; 

VII. Expedir, ni mantener en vigor leyes o disposiciones fiscales que
importen diferencias de impuesto o requisitos por razón de la procedencia 
de mercancías nacionales o extranjeras, ya sea que estas diferencias se 
establezcan respecto de la producción similar de la localidad, o ya entre 
producciones semejantes de distinta procedencia; 

VIII. Contraer directa o indirectamente obligaciones o empréstitos con
gohiernos de otras naciones, con sociedades o particulares extranjeros, o 
cuando deban pagarse en moneda extranjera o fuera del territorio nacional. 

Los Estados y los Municipios no podrán contraer obligaciones o em­
préstitos sino cuando se destinen. a inversiones públicas productivas, inclu­
sive los que contraigan organismos descelltralizados y empresas públicas,

conforme a las bases que establezcan las legislaturas en una ley y por los 
conceptos y hasta por los montos que las mismas fijen anualmente en 
los respectivos presupuestos. Los Ejecutivos informarán de su ejercicio al 
rendir la cuenta pública, y 

IX. Gravar la producción, eÍ acopio o la venta del tabaco en rama, en
forma distinta o con cuotas mayores de las que el Congreso de la Unión
autorice. 

El Congreso de la Unión y las legislaturas de los Estados dictarán, 
desde luego, leyes encaminadas a combatir el alcoholismo. 

Artículo 118. Tampoco pueden, sin consentimiento del Congreso de la 
Unión: 

l. Establecer derechos de tonelaje, ni otro alguno de puertos, ni imponer
contribuciones o derechos sobre importaciones o exportaciones; 

II. Tener, en ningún tiempo, tropa permanente, ni buques de guerra, y
III. Hacer la guerra por sí a alguna potencia extranjera, exceptuándose

los casos de invasión y peligro tan inminente que no admita demora. En 
estos casos darán cuenta inmediata al Presidente de la República. 

Artículo 119. Los Poderes de la Unión tienen el deber de proteger a 
los Estados contra toda invasión o violencia exterior. En cada caso de 
sublevación o trastorno interior, les p¡¡,starán igual protección, siempre que 
sean excitados por la Legislatura del Estado o por su Ejecutivo, si aquélla 
no estuviere reunida. 

Cada Estado y el Distrito Federal están obligados a entregar sin demora 
a los indiciados, procesados o sentenciados, así como a practicar el ase-
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guramiento y entrega de objetos, instrumentos o productos del delito, aten­
diendo a la autoridad de cualquier otra entidad federativa que los requiera. 
Estas diligencias se practicarán, con intervención de las respectivas procu­
radurías generales de justicia, en los términos de los convenios de cola­
boración que, al efecto, celebren las entidades federativas. Para los mismos 
fines, los Estados y el Distrito Federal podrán celebrar convenios de co­
laboración con el Gobierno Federal, quien actuará a través de la Procura­
duría General de la República. 

Las extradiciones a requerimiento de Estado extranjero serán tramitadas 
por el Ejecutivo f'edcral, con la intervención de la autoridad judicial en 
los términos de esta Constitución, los Tratados Internacionales que al res­
pecto se suscriban y las leyes reglamentarias. En esos casos, el auto del 
juez que mande cumplir la requisitoria será bastante para motivar la de­
tención hasta por sesenta días naturales. 

Artículo I 20. Los gobernadores de los Estados están obligados a puhlicar 
y hacer cumplir las leyes federales. 

Artículo 121. En cada Estado de la Federación se dará entera fe y 
crédito de los actos públicos, regisiros y procedimientos judiciales de todos 
los otros. El Congreso de la Unión, por medio de leyes generales, pres­
cribirá la manera de probar dichos actos, registros y procedimientos, y el 
efecto de ellos, sujetándose a las bases siguientes: 

l. Las leyes de un Estado sólo tendrán efecto en su propio territorio y,
por consiguiente, no podrán ser obligatorias fuera de él; 

ll. Los bienes muebles e inmuebles se regirán por la ley del lugar de
su ubicación; 

Jll. Las sentencias pronunciadas por los tribunales de un Estado sohre 
derechos reales o bienes inmuebles ubicados en otro Estado, sólo tendrán 
fuerza ejecutoria en éste, cuando así lo dispongan sus propias leyes. 

Las sentencias sobre derechos personales sólo serán ejecutadas en otro 
Estado, cuando la persona condenada se haya sometido expresamente o 
por razón de domicilio, a la justicia que las pronunció, y siempre que 
haya sido citada personalmente para ocurrir al juicio; 

IV. Los actos del estado civil ajustados a las leyes de un Estado tendrán
validez en los otros, y 

V. Los títulos profesionales expedidos por las autoridades de un Estado.
con sujeción a sus leyes serán respetados en los otros. 

Artículo 122. El Gobierno del Distrito Federal está a cargo de los Po­
deres de la Unión, los cuales Jo ejercerán por sí y a través de los órganos 
de gobierno del Distrito Federal representativos y democráticos, que esta­
blece esta Constitución. 

l. Corresponde al Congreso de la Unión expedir el Estatuto de Gobierno
del Distrito Federal en el que se determinarán: 
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a) La distribución de atribuciones de los Poderes de la Unión en materias
del Distrito Federal, y de los órganos de gobierno del Distrito Federal, 
según lo que dispone esta Constitución; 

b) Las bases para la organización y facultades de los órganos locales
de gobierno del Distrito Federal, que serán: 

1. La Asamblea de Representantes,
2. El Jefe del Distrito Federal, y
3. El Tribunal Superior de Justicia.
c) Los derechos y obligaciones de carácter público de los hahitantes

del Distrito Federal; 
d) Las bases para la organización de la Administración Pública del

Distrito Federal y la distribución de atribuciones entre sus órganos centrales 
y desconcentrados, así como la creación de entidades paraestatales: y 

e) Las bases para la integración, por medio de elección directa en cada
demarcación territorial. de un consejo de ciudadanos para su intervención 

en la gestión, supervisión. evaluación y. en su caso, consulta o aprohación, 

de aquellos programas de la administración pública del Distrito Federal 
que para las demarcaciones determinen las leyes correspondientes. La Ley 
establecerá la participación de los partidos políticos con registro nacional 
en el proceso de integración de los consejos ciudadanos. 

11. Corresponde al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos:
a) Nombrar al Jefe del Distrito Federal en los términos que dispone

esta Constitución; 
b) Aprobar el nombramiento o remoción, en su caso, que haga el Jefe

del Distrito Federal del Procurador General de Justicia; 
c) El mando de la Fuerza Pública en el Distrito Federal y la designación

del servidor público que la tenga a su cargo. El Ejecutivo Federal podrá 
delegar en el Jefe del Distrito Federal las funciones de dirección en materia 
de seguridad pública; 

d) Enviar anualmente al Congreso de la Unión, la propuesta de los
montos de endeudamiento necesarios para el financiamiento del presupuesto 
de egresos del Distrito Federal. Para tal efecto, el Jefe del Distrito Federal. 
someterá a la consideración del Ejecutivo Federal la propuesta correspon­
diente en los términos que disponga la ley; 

e) Iniciar leyes y decretos ante la Asamblea de Representantes del Dis­
trito Federal; y 

f) Las demás atribuciones que le señalen esta Constitución, el Estatuto
y las leyes. 

JJI. La Asamblea de Representantes del Distrito Federal, se integrará 
por 40 representantes electos según el principio de votación mayoritaria 
relativa, mediante el sistema de distritos electorales uninominales y 26 
representantes electos según el principio de representación proporcional, 
mediante el sistema de listas votadas en una circunscripción plurinominal. 
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Sólo podrán participar en la elección los partidos políticos con registro 
nacional. La demarcación de los distritos se establecerá como determine 
la ley. 

Los representantes a la Asamblea del Distrito Federal serán electos cada 
tres años y por cada propietario se eligirá un suplente; las vacantes de 
los representantes serán cubiertas en los términos que la fracción IV del 
artículo 77 de esta Constitución establece para la Cámara de Diputados. 

Los representantes deberán reunir los mismos requisitos que esta Cons­
titución establece para los diputados federales y les será aplicable lo dis­
puesto por los artículos 59, 62 y 64 de esta Constitución. 

La elección de los representantes según el principio de representación 
proporcional y el sistema de listas en una sola circunscripción plurinominal, 
se sujetará a las siguientes bases y a lo que en particular disponga la ley: 

a) Un partido político, para obtener el registro de su lista de candidatos
a representantes a la Asamblea del Distrito Federal, deberá acreditar que 
participa con candidatos por mayoría relativa en todos los distritos unino­
minales del Distrito Federal; 

b) Todo partido político que alcance por lo menos el uno y medio por
ciento del total de la votación emitida, tendrá derecho a que le sean atri­
buidos representantes según el principio de representación proporcional; y 

c) Al partido político que cumpla con lo dispuesto en los dos incisos
anteriores, le serán asignados representantes por el principio de repre­
sentación proporcional. La ley establecerá la fórmula para su asignación. 
Además, al hacer ésta, se seguirá el orden que tuviesen los candidatos en 
la lista correspondiente. 

En todo caso, para el otorgamiento de las constancias de asignación, se 
observarán las siguientes reglas: 

a) Ningún partido político podrá contar con más del sesenta y tres por
ciento del total 'de representantes electos mediante ambos principios, y 

b) Al partido político que obtenga por sí mismo el mayor número de
constancias de mayoría y por lo menos el treinta por ciento de la votación 
en el Distrito Federal, le será otorgada la constancia de asignación por el 
número suficiente de representantes para a1canzar la mayoría absoluta de 
la Asamblea. 

En lo relativo a la organización de las elecciones, declaración de validez 
de las mismas, otorgamiento de constancias de mayoría, así como para el 
contencioso electoral de los representantes a la Asamblea del Distrito Fe­
deral, se estará a lo dispuesto por los artículos 41 y 60 de esta Constitución. 

La Asamblea se reunirá a partir del 17 de septiembre de cada año, para 
celebrar un primer periodo de sesiones ordinarias, que podrá prolongarse 

hasta el 31 de diciembre del mismo año. El segundo periodo de sesiones 
ordinarias se iniciará a partir del 15 de marzo de cada año y podrá pro­
longarse hasta el 30 de abril del mismo año. Durante sus recesos, la 
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76 LAS CONSTITUCIONES LATINOAMERICANAS 

Asamblea celebrará sesiones extraordinarias para atender los asuntos ur­
gentes para los cuales sea convocada, a petición de la mayoría de los 
integrantes de su Comisión de Gobierno, del Presidente de la República 
o del Jefe del Distrito Federal.

Los representantes a la Asamblea son inviolables por las opiniones que
manifiesten en el desempeño de su cargo. Su Presidente velará por el 
respeto al fuero constitucional de sus miembros, así como por la inviola­
bilidad del recinto donde se reúnan a sesionar. En materia de responsabi­
lidades, será aplicable a los representantes de la Asamblea la ley federal 
que regula las responsabilidades de los servidores públicos. 

IV. La Asamblea de Representantes del Distrito Federal tiene facultades
para: 

a) Expedir su ley orgánica que regulará su estructura y funcionamiento
internos, la que será enviada al Jefe del Distrito Federal y al Presidente 
de la República para su sola publicación. 

b) Examinar, discutir y aprobar anualmente el presupuesto de egresos
del Distrito Federal, analizando primero las contribuciones que a su juicio 
deban decretarse para cubrirlos. 

La Asamblea de Representantes, formulará su proyecto de presupuesto 
y lo enviará oportunamente al Jefe del Distrito Federal para que éste 
ordene su incorporación al Proyecto de Presupuesto de Egresos del Distrito 
Federal. 

Las leyes federales no limitarán la facultad del Distrito Federal para 
establecer contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, de su fracciona­
miento, división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan 
por base el cambio de valor de los inmuebles, incluyendo tasas adicionales, 
ni sobre los servicios públicos a su cargo. Tampoco considerarán a personas 
como no sujetos de contribuciones ni establecerán exenciones, subsidios o 
regímenes fiscales especiales en favor de personas físicas y morales ni de 
instituciones oficiales o privadas en relación con dichas contribuciones. 
Las leyes del Distrito Federal no establecerán exenciones o subsidios res­
pecto a las mencionadas contribuciones en favor de personas físicas o 
morales ni de instituciones oficiales o privadas. 

Sólo los bienes del dominio público de la Federación y del Distrito 
Federal estarán exentos de las contribuciones señaladas. 

Las prohibiciones y limitaciones que esta Constitución establece para 
los estados se aplicarán para el Distrito Federal. 

c) Revisar la cuenta pública del año anterior. La revisión tendrá como
finalidad comprobar si los programas contenidos en el presupuesto se han 
cumplido conforme a lo autorizado según las normas y criterios aplicables, 
así como conocer de manera general los resultados financieros de la gestión 
del gobierno del Distrito Federal. En caso de que de la revisión que efectúe 
la Asamblea de Representantes, se manifestaran desviaciones en la reali-

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1994. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/vhLzLB



MÉXICO 77 

zaci6n de los programas o incumplimiento a las disposiciones administra­
tivas o legales aplicables, se determinarán las responsabilidades a que haya 
lugar de acuerdo con la ley de la materia. 

La cuenla pública del año amerior, deberá ser enviada a la Asamblea 
de Representantes dentro de los diez primeros días del mes de junio. 

Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación de las iniciativas de 
leyes de ingresos y del proyecto de presupueslü de egresos, así como de la 
cuenta pública, cuando medie solicitud del Jefe del Distrito Federal sufi­
cientemente justificc1da a juicio de la Asamblea de Representantes. 

d) Expedir la ley orgánica de los tribunales de justicia del Distrito
Federal: 

e) Expedir la ley orgánica del tribunal de lo contencioso administrati­
vo, que se encargará de la función jurisdiccional en el orden administra­
tivo, que contará con plena autonomía para dictar sus fallos a efecto de 
dirimir las controversias que ::.e susciten entre la administración pública 
del Distrito Federal y los particulares: 

f) Presentar iniciativas de leyes o decretos en materias relativas al Di�­
trito Federal, ante el Congreso de la Unión; 

g) Legislar en el ámbito local, en lo relativo al Distrito Federal en los
términos del Estatuto de Gobierno en materias de: Administración Pública 
I ,ocal. su régimen interno y de procedimientos administrativos; de presu­
puesto, contabilidad y gasto público; regulación de su contaduría mayor: 
hienes del dominio público y pnvado del Distrito Federal; servicios pú­
blicos y su concesión, así como de la explotación, uso y aprovechamiento 
de hienes del dominio del Distrito Federal; justicia cívica sobre faltas de 
policía y huen gobierno; participación ciudadana; organismo protector de los 
derechos humanos; civil; penal; defensoría de oficio; notariado; protección 

civil; prevención y readaptación social; planeación del desarrollo; desarro­
llo urhano y uso del suelo; establecimiento de reservas territoriales; pre­
servación del medio ambiente y protección ecológica; protección de ani­
males; construcciones y edificaciones; vías púhlicas, transporte urbano y 
tránsito; estacionamientos; servicio público de limpia; fomento económico 
y protección al empico; cstahlecimicntos mercantiles; espectáculos públi­
cos; desarrollo agropecuario; vivienda; salud y asistencia social; turismo 
y servicios de alojamiento; previsión social; fomento cultural, cívico y 
deportivo; mercados, rastros y abaslO; cementerios, y función social edu­
cativa en los términos de la fracciún VIII del artículo �o. de esta Cons­
titución; y 

h) Las demás que expresamente le otorga esta Constitución.
V. La facultad de iniciar leyes y decretos ante la Asamblea corresponde

a sus micmhros, al Presidente de la Rcpúhlica y al Jefe del Distrito Pederal. 
Será facultad exclusiva del Jefe del Distrito Federal la formulación de lns 
iniciativas de ley de ingresos y decreto de presupuesto de egresos, las que 
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remitirá a la Asamblea a más tardar el 30 de noviembre, o hasta el 20 
de diciembre, cuando inicie su encargo en dicho mes. 

Los proyectos de leyes o decretos que expida la Asamblea de Repre­
sentantes se remitirán para su promulgación al Presidente de la República, 
quién podrá hacer observaciones y devolverlos en un lapso de diez días 
hábiles, a no ser que transcurrido dicho término, la Asamblea hubiese 
cerrado o suspendido sus sesiones, en cuyo caso, la devolución deberá 
hacerse el primer día hábil en que la Asamblea se reúna. De no ser 
devuelto en ese plazo, se entenderá aceptado y se procederá a su promul­
gación. El proyecto devuelto con observaciones deberá ser discutido nue­
vamente por la Asamblea. 

Si se aceptasen las observaciones o si fuese confirmado por las dos 
terceras partes del número total de votos de los representantes presentes 
en la sesión, el proyecto será ley o decreto y se enviará en los términos 
aprobados, para su promulgación. 

El Jefe del Distrito Federal refrendará los decretos promulgatorios del 
Presidente de la República respecto de las leyes o decretos que expida la 
Asamblea de Representantes. 

VI. El jefe del Distrito Federal será el titular de la Administración
Pública del Distrito Federal. Ejercerá sus funciones en los términos que 
establezca esta Constitución, el Estatuto de Gobierno y las demás leyes 
aplicables, con arreglo a las siguientes bases: 

a) El jefe del Distrito Federal será nombrado por el Presidente de la
República de entre cualquiera de los Representantes a la Asamblea, Dipu­
tados Federales o Senadores electos en el Distrito Federal, que pertenezcan 
al partido político que por sí mismo obtenga el mayor número de asientos 
en la Asamblea de Representantes. El nombramiento será sometido a la 
ratificación de dicho órgano, que contará con un plazo de cinco días para, 
en su caso, ratificarlo. Si el nombramiento no fuese ratificado, el Presidente 
presentará a la Asamblea, un segundo nombramiento para su ratificación 
dentro de un plazo de cinco días. Si no hubiera ratificación del segundo 
nombramiento, el Senado hará directamente el nombramiento del Jefe del 
Distrito Federal; 

b) El Jefe del Distrito Federal podrá durar en su encargo hasta seis
años, a partir de la fecha en que rinda protesta ante la Asamblea de 
Representantes o en su caso, ante el Senado de la República, y hasta el 
2 de diciembre del año en que concluya el periodo constitucional del 
Presidente de la República; 

c) En caso de falta temporal del Jefe del Distrito Federal o durante el
periodo de ratificación del nombramiento de Jefe del Distrito Federal, que­
dará encargado del despacho el servidor público que disponga el Estatuto 
de Gobierno. En caso de falta absoluta, o con motivo de su remoción, el 
Presidente de la República procederá a nombrar. ajustándose a lo dispuesto 
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MtXICO 79 

en el inciso a) de esta fracción, un sustituto que concluirá el periodo 
respectivo; 

d) En caso de que la Asamblea de Representantes del Distrito Federal,
no estuviera en periodo de sesiones, el Presidente de la República presen­
tará a ralificación el nombramiento de Jefe del Distrito Pcdcral a la Co­
misión de Gobierno de la Asamblea de Representantes. la que en el si­
guiente periodo ordinario, lo someterá al pleno de la Asamblea para su 

aprobación definitiva; 
e) El Jefe del Distrito Federal, solicitará licencia para separarse de su

encargo de representante popular previo a la fecha en que rinda protesta 
ante la Asamblea de Representantes o en su caso, ante el Senado; 

f) El ciudadano que ocupe el cargo de Jefe del Distrito Federal. con
cualquier carácter, en ningún caso podrá volver a ocuparlo; 

g) El Jefe del Distrito Federal ejecutará las leyes o decretos que expida
la Asamblea de Representantes, proveyendo en la esfera administrativa a 
su exacta observancia. Asimismo, expedirá los reglamentos gubernativos 
que correspondan al Distrito Federal. También ejecutará las leyes o decre­
tos que expida el Congreso de la Unión respecto del Distrito Federal. 
cuando así lo determinen éstas. 

Todos los reglamentos y decretos que expida el Jefe del Distrito Federal 
deberán ser refrendados por el �ervidor público que señale el Estatuto de 
Gobierno; 

h) El Jefe del Distrito Federal será responsable ante el Congreso de la
Unión de acuerdo con el Título Cuarto de esta Constitución, y por viola­
ciones a las leyes del Distrito l'ederal así como por el manejo indehido 
de fondos y recursos públicos locales; y 

i) El Jefe del Distrito Federal, podrá ser removido de su cargo por el
Senado, en sus recesos, por la Comisión Permanente, por causas graves 
que afecten las relaciones con los Poderes de la Unión o el orden púhlico 
en el Distrito Federal. La solicitud de remoción deberá ser presentada por 
la mitad de los miembros de la Cámara de Senadores o de la Comisi6n 
Permanente, en su caso. 

VII. La función judicial se ejercerá por el Trihunal Superior de Justicia.
el cual se integrará por el número de magistrados que señale la ley 
orgánica correspondiente, así como por los jueces de primera instancia y 
demás órganos que la propia ley señale. Para ser magistrado se deberán 
reunir los mismos requisitos que estahlcce el artículo 95 de esta Consti­
tución. 

Los nombramientos de los magistrados se harán por el Jefe del Distrito 
Federal, en los términos previstos por el Estatuto de gobierno y la ley 
orgánica respectiva. Los nombramientos de los magistrados serán sometidos 
a la aprobación de la Asamblea de Representantes. Cada magistrado del 
Tribunal, al entrar a ejercer su cargo, rendirá protesta de guardar la Cons-
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titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella 
emanen, ante el Pleno de la Asamblea de Representantes. 

Los magistrados durarán seis años en el ejercicio de su cargo, podrán 
ser ratificados, y si lo fuesen, solo podrán ser privados de sus puestos en 
los términos del Título Cuarto de esta Constitución. 

El Tribunal Superior de Justicia elaborará su propio presupuesto para 
su inclusión en el proyecto de presupuesto de egresos que el Jefe del 
Distrito Federal envíe a la Asamblea de Representantes; 

VIII. El Ministerio Público en el Distrito Federal estará a cargo de un
Procurador General de Justicia; y 

IX. Para la eficaz coordinación de las distintas jurisdicciones locales y
municipales entre sí, y de éstas con la Federación y el Distrito Federal 
en la planeadón y ejecución de acciones en las zonas conurbadas limítrofes 
con el Distrito Federal, de acuerdo con el artículo 115 fracción VI de esta 
Constitución, en materias de asentamientos humanos; protección al ambien­
te, preservación y restauración del equilibrio ecológico; transporte, agua 
potable y drenaje; recolección, tratamiento y disposición de desechos só­
lidos y seguridad pública, sus respectivos gobiernos podrán suscribir con­
venios para la creación de comisiones metropolitanas en las que concurran 

y participen con apego a sus leyes. 
Las comisiones serán constituidas por acuerdo conjunto de los partici­

pantes. En el instrumento de creación se determinará la forma de integra­
ción. estructura y funciones. 

A través de las comisiones se establecerán: 
a) Las bases para la celebración de convenios, en el seno de las comi­

siones, conforme a las cuales se acuerden los ámbitos territoriales y de 
funciones respecto a la ejecución y operación de obras, prestación de ser­
vicios púb1icos o realización de acciones en las materias indicadas en el 
primer párrafo de esta fracción; 

b) Las bases para establecer, coordinadamente por las partes integrantes
de las comisiones las funciones específicas en las materias referidas. así 
como para la aportación común de recursos materiales, humanos y finan­
cieros necesarios para su operación; y 

c) Las demás reglas para la regulación conjunta y coordinada del de­
sarrollo de las zonas conurbadas, prestación de servicios y realización de 
acc�ones que acuerden los integrantes de las comisiones. 

TÍTULO SEXTO 

DEL TRABAJO Y DE l.A PREVISIÓN SOCIAL 

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente 
útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización 
social para el trabajo, conforme a la !ey. 
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El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes, deberá 
expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán: 

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados, domésticos, artesanos y de
una manera general, todo contrato de trabajo: 

l. La duración de la jornada máxima será de ocho horas:

11. La jornada máxima de trabajo nocturno será de siete horas. Quedan
prohibidas: las labores insalubres o peligrosas, el trabajo nocturno industrial 
y todo otro trabajo después de las diez de la noche, de los menores de 
dieciséis años; 

III. Queda prohibida la utilización del trabajo de los menores de catorce
años. 

Los mayores de esta edad y menores de dieciséis tendrán como jornada 
máxima la de seis horas; 

IV. Por cada seis días de trabajo deberá disfrutar el operario de un día
de descanso, cuando menos; 

V. Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exijan
un esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para su salud en relación 

con la gestación; gozarán forzosamente de un descanso de seis semanas 
anteriores a la fecha fijada aproximadamente para el parlo y seis sema­
nas posteriores al mismo, debiendo percibir su salario íntegro y conservar 
su empleo y los derechos que hubieren adquirido por la relación de trabajo. 
En el periodo de lactancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, 
de media hora cada uno, para alimentar a sus hijos; 

VI. Los salarios mínimos que deberán disfrutar los trabajadores serán
generales o profesionales. Los primeros regirán en las áreas geográficas 
que se determinen; los segundos se aplicarán en ramas determinadas de la 
actividad económica o en profesiones, oficios o trabajos especiales. 

Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes para satisfacer 
las necesidades normales de un jefe de familia, en el orden material, social 
y cultural, y para proveer a la educación obligatoria de los hijos. Los 
salarios mínimos profesionales se fijarán considerando. además, las condi­
ciones de las distintas actividades económicas. 

Los salarios mínimos se fijarán por una comisión nacional integrada por 
representantes de los trabajadores, de los patrones y del gobierno, la que 
podrá auxiliarse de las comisiones especiales de carácter consultivo que con­
sidere indispensables para el mejor desempeño de sus funciones: 

VII. Para trabajo igual debe corresponder salario igual, sin tener en
cuenta sexo, ni nacionalidad; 

VIII. El salario mínimo quedará exceptuado de embargo, compensación
o descuento;

IX. Los trabajadores tendrán derecho a una participación en las utilida­
des de las empresas, regulada de conformidad con las siguientes normas: 
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a) Una Comisión Nacional, integrada con representantes de los trabaja­
dores, de los patronos y del gobierno, fijará el porcentaje de utilidades 
que deba repartirse entre los trabajadores. 

b) La Comisión Nacional practicará las investigaciones y realizará los
estudios necesarios y apropiados para conocer las condiciones generales de 
la economía nacional. Tomará asimismo en consideración la necesidad 
de fomentar el desarrollo industrial del país, el interés razonable que dehe 
percibir el capital y la necesidad de reinversión de capitales. 

c) La misma Comisión podrá revisar el porcentaje fijado cuando existan
nuevos estudios e investigaciones que los justifiquen. 

d) La ley podrá exceptuar de la obligación de repartir utilidades a las
empresas de nueva creación durante un número determinado y limitado de 
años, a los trabajos de exploración y a otras actividades cuando lo justi­
fique su naturaleza y condiciones particulares. 

e) Para determinar el monto de utilidades de cada empresa se tomará
como base la renta gravable de conformidad con las disposiciones de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta. Los trabajadores podrán formular, ante 
la oficina correspondiente de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
las objeciones que juzguen convenientes, ajustándose al procedimiento que 
determine la ley. 

f) El derecho de los trabajadores a participar en las utilidades no implica
la facultad de intervenir en la dirección o administración de las empresas; 

X. El salario deberá pagarse precisamente en moneda de curso legal, no
siendo permitido hacerlo efectivo con mercancías, ni con vales, fichas o 
cualquier otro signo representativo con que se pretenda sustituir la moneda; 

XI. Cuando, por circunstancias extraordinarias, deban aumentarse las ho­
ras de jornada, se abonará como salario por el tiempo excedente un ciento 
por ciento más de lo fijado para las horas normales. En ningún caso el 
trabajo extraordinario podrá exceder de tres horas diarias, ni de tres veces 
consecutivas. Los menores de dieciséis años no serán admitidos en esta 
clase de trabajos; 

XII. Toda empresa agrícola, industrial, minera o de cualquier otra clase
de trabajo, estará obligada, según lo determinen las leyes reglamentarias, 
a proporcionar a los trabajadores habitaciones cómodas e higiénicas. Esta 
obligación se cumplirá mediante las aportaciones que las empresas hagan 
a un fondo nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos en favor 
de sus trabajadores y establecer un sistema de financiamiento que permita 
otorgar a éstos crédito barato y suficiente para que adquieran en propiedad 
tales habitaciones. 

Se considera de utilidad social la expedición de una ley para la creación 
de un organismo integrado por representantes del gobierno federal, de los 
trabajadores y de los patrones, que administre los recursos del fondo na­
cional de la vivienda. Dicha ley regulará las formas y procedimientos 
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conforme a los cuales los trabajadores podrán adquirir en propiedad las 
hahitaciones antes mencionadas. 

Las negociaciones a que se refiere el párrafo lo. de esta fracción, si­
tuadas fuera de las poblaciones, están obligadas a establecer escuelas, en­
fermería y demás servicios necesarios a la comunidad. 

Además, en estos mismos centros de trabajo, cuando su población exceda 
de doscientos habitantes, deberá reservarse un espacio de terreno, que no 

será menor de cinco mil metros cuadrados, para el establecimiento de 
mercados públicos, instalación de edificios destinados a los servicios mu­
nicipales y centros recreativos. 

Queda prohibido en todo centro de trabajo el establecimiento de expen­
dios de bebidas embriagantes y de casas de juegos de azar; 

XIII. Las empresas, cualquiera que sea su actividad, estarán obligadas
a proporcionar a sus trabajadores, capacitación o adiestramiento para el 
trabajo. La ley reglamentaria determinará los sistemas, métodos y proce­
dimientos conforme a los cuales los patrones deberán cumplir con dicha 

obligación; 
XIV. Los empresarios serán responsables de los accidentes de trabajo

y de las enfermedades profesionales de los trabajadores, sufridas con mo­
tivo o en ejercicio de la profesión o trabajo que ejecuten; por lo tanto, 
los patrones deberán pagar la indemnización correspondiente, según que 
haya traído como consecuencia la muerte o simple incapacidad temporal 
o permanente para trabajar, de acuerdo con lo que las leyes determinen.
Esta responsabilidad subsistirá aun en el caso de que el patrono contrate
el trabajo por un intermediario;

XV. El patrón estará obligado a observar, de acuerdo con la naturaleza
de su negociación, los preceptos legales sobre higiene y seguridad en las 
instalaciones de su establecimiento, y a adoptar las medidas adecuadas para 
prevenir accidentes en el uso de las máquinas, instrumentos y materiales 

de trabajo, así como a organizar de tal manera éste, que resulte la mayor 
garantía para la salud y la vida de los trabajadores, y del producto de la 
concepción, cuando se trate de mujeres embarazadas. Las leyes contendrán, 
al efecto, las sanciones procedentes en cada caso; 

XVI. Tanto los obreros como los empresarios tendrán derecho para coa­
ligarse en defensa de sus respectivos intereses, formando sindicatos. aso­
ciaciones profesionales, etcétera; 

XVII. Las leyes reconocerán como un derecho de los obreros y de los
patronos las huelgas y los paros; 

XVIII. Las huelgas serán lícitas cuando tengan por objeto conseguir el
equilibrio entre los diversos factores de la producción, armonizando los 

derechos del trabajo con los del capital. En los servicios públicos será 
obligatorio para los trabajadores dar aviso con diez días de anticipación, 
a la Junta de Conciliación y Arbitraje, de la fecha señalada para la 
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suspensión del trabajo. Las huelgas serán consideradas como ilícitas úni­
camente cuando la mayoría de los huelguistas ejerciera actos violentos 
contra las personas o las propiedades, o en caso de guerra, cuando aqué­
Ilos pertenezcan a los establecimientos y servicios que dependen del go­
bierno; 

XIX. Los paros serán lícitos únicamente cuando el exceso de producción
haga necesario suspender el trabajo para mantener los precios en un límite 
costeable, previa aprobación de la Junta de Conciliación y Arbitraje; 

XX. Las diferencias o los conflictos entre el capital y el trabajo se
sujetarán a la decisión de una Junta de Conciliación y Arbitraje, formada 
por igual número de representantes de los obreros y de los patronos, y 
uno del gobierno; 

XXI. Si el patrono se negare a someter sus diferencias al arbitraje o a
aceptar el laudo pronunciado por la Junta, se dará por terminado el contrato 
de trabajo y quedará obligado a indemnizar al obrero con el importe de 
tres meses de salario, además de la responsabilidad que le resulte del 
conflicto. Esta disposición no será aplicable en los casos de las acciones 
consignadas en la fracción siguiente. Si la negativa fuere de los trabaja­
dores, se dará por terminado el contrato de trabajo; 

XXII. El patrono que despida a un obrero sin causa justificada o por
haber ingresado a una asociación o sindicato, o por haber tomado parte 
en una huelga lícita, estará obligado, a elección del trabajador, a cumplir 
el contrato o a indemnizarlo con el importe de tres meses de salario. La 
ley determinará los casos en que el patrono podrá ser eximido de la obli­
gación de cumplir el contrato mediante el pago de una indemnización. 
Igualmente tendrá la obligación de indemnizar al trabajador con el importe 
de tres meses de salario cuando se retire del servicio por falta de probidad 
del patrono o por recibir de él malos tratamientos, ya sea en su persona 
o en la de su cónyuge. padres, hijos o hermanos. El patrono no podrá

eximirse de esta responsabilidad cuando los malos tratamientos provengan
de dependientes o familiares que obren con el consentimiento o toleran­
cia de él;

XXlll. Los créditos en favor de los trabajadores por salario o sueldos 
devengados en el último año, y por indemnizaciones, tendrán preferencia 
sobre cualquiera otros en los casos de concurso o de quiebra; 

XXIV. De las deudas contraídas por los trabajadores a favor de sus
patronos, de sus asociados, familiares o dependientes, sólo será responsable 
el mismo trabajador. y en ningún caso y por ningún motivo se podrá exigir 
a los miembros de su familia, ni serán exigibles dichas deudas por la 
cantidad excedente del sueldo del trabajador en un mes; 

XXV. El servicio para la colocación de los trabajadores será gratuito
para éstos, ya se efectúe por oficinas municipales. bolsas de trabajo o por 
cualquiera otra institución oficial o particular. 
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En la prestación de este servicio se tomará en cuenta la demanda de 
trabajo, y, en igualdad de condiciones, tendrán prioridad quienes repre­
senten la única fuente de ingresos en su familia; 

XXVI. Todo contrato de trabajo celebrado entre un mexicano y un em­
presario extranjero deberá ser legalizado por la autoridad municipal com­
petente y visado por el cónsul de la nación adonde el trabajador tenga 
que ir, en el concepto de que, además de cláusulas ordinarias, se especi­
ficará claramente que los gastos de repatriación quedan a cargo del em­
presario contratante; 

XXV!!. Serán condiciones nulas y no obligarán a los contrayentes. aun­
que se expresen en el contrato: 

a) Las que estipulen una jornada inhumana, por lo notoriamente exce­
siva, dada la índole del trabajo. 

b) Las que fijen un salario que no sea remunerador a juicio de las
Juntas de Conciliación y Arbitraje. 

c) Las que estipulen un plazo mayor de una semana para la percepción
del jornal. 

d) Las que señalen un lugar de recreo, fonda, café, taberna, cantina o
tienda para efectuar el pago del salario, cuando no se trate de empleados 
en esos establecimientos. 

e) Las que entrañen obligación directa o indirecta de adquirir los artí­
culos de consumo en tiendas o lugares determinados. 

f) Las que permitan retener el salario en concepto de mulla.
g) Las que constituyan renuncia hecha por el obrero de las indemniza­

ciones a que tenga derecho por accidente de trabajo y enfermedades pro­
fesionales. perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato o por 
despcdírsele de la obra. 

h) Todas las demás estipulaciones que impliquen renuncia de algún de­
recho consagrado a favor del obrero en las leyes de protección y auxilio 
a los trabajadores; 

XXVIII. Las leyes determinarán los bienes que constituyan el patrimonio
de la familia, bienes que serán inalienables, no podrán sujetarse a gravá­
menes reales ni embargo, y serán transmisibles a título de herencia con 
simplificación de las formalidades de los juicios sucesorios; 

XXIX. Es de utilidad pública la Ley del Seguro Social, y ella com­
prenderá seguros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación involuntaria 
del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios de guardería y 
cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores, 
campesinos no asalariados y otros sectores sociales y sus familiares; 

XXX. Asimismo, serán consideradas de utilidad social, las sociedades
cooperativas para la construcción de casas baratas e higiénicas, destinadas 
a ser adquindas en propiedad por los trabajadores en plazos determina­
dos, y 
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XXXI. La aplicación de las leyes del trabajo corresponde a las au­
toridades de los Estados, en sus respectivas jurisdicciones, pero es de 
la competencia exclusiva de las autoridades federales en los asuntos re­

lativos a: 
a) Ramas industriales:
l. Textil;
2. Eléctrica;
3. Cinematográfica;
4. Hulera;
5. Azucarera;
6. Minera;
7. Metalúrgica y siderúrgica, abarcando la explotación de los minerales

básicos, el beneficio y la fundición de los mismos, así como la obtención 
de hierro metálico y acero a todas sus formas y ligas y los productos 
)aminados de ]os mismos; 

8. De hidrocarburos;
9. Petroquímica;
10. Cementera;
11. Calera;
12. Automotriz, incluyendo autopartes mecánicas o eléctricas;

13. Química, incluyendo la química farmacéutica y medicamentos;
14. De celulosa y papel;
15. De aceites y grasa vegetales;
16. Productora de alimentos, abarcando exclusivamente la fabricación de

los que sean empacados, enlatados o envasados, o que se destinen a ello; 
17. Elaboradora de bebidas que sean envasadas o enlatadas o que se

destinen a ello; 
18. Ferrocarrilera;
19. Maderera básica, que comprende la producción de aserradero y la

fabricación de triplay o aglutinados de madera; 
20. Vidriera, exclusivamente por lo que toca a la fabricación de vidrio

plano, liso o labrado, o de envases de vidrio; 
21. Tabacalera, que comprende el beneficio o fabricación de productos

de tabaco, y 
22. Servicios de banca y crédito.
b) Empresas:
l. Aquellas que sean administradas en forma directa o descentralizada

por el gobierno federal; 
2. Aquellas que actúen en virtud de un contrato o concesión federal y

las industrias que les sean conexas, y 
3. Aquellas que ejecuten trabajos en zonas federales o que se encuentren

bajo jurisdicción federal, en las aguas territoriales o en las comprendidas 
en la zona económica exclusiva de la nación. 
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También será competencia exclusiva de las autoridades federales, la apli­
cación de las disposiciones de trabajo en los asuntos relativos a conflictos 
que afecten a dos o más entidades federativas; contratos colectivos que 
hayan sido declarados obligatorios en más de una entidad federativa; obli­
gaciones patronales en materia educativa, en los términos de ley; y respecto 
a las obligaciones de los patrones en materia de capacitación y adiestra­

miento de sus trabajadores, así como de seguridad e higiene en los centros 
de trabajo para lo cual las autoridades federales contarán con el auxilio de 
las estatales, cuando se trate de ramas o actividades de jurisdicción local, 
en los términos de la ley reglamentaria correspondiente. 

B. Entre los Poderes de la Unión, el gobierno del Distrito federal y
sus trabajadores: 

I. La jornada diaria máxima de trabajo diurna y nocturna será de ocho
y siete horas, respectivamente. Las que excedan serán extraordinarias y se 
pagarán con un ciento por ciento más de la remuneración fijada para el 
servicio ordinario. En ningún caso el trabajo extraordinario podrá exceder 
de tres horas diarias ni tres veces consecutivas; 

II. Por cada seis días de trabajo, disfrutará el trabajador de un día de
descanso, cuando menos, con goce de salario íntegro; 

111. Los trabajadores gozarán de vacaciones, que nunca serán menores
de veinte días al año; 

IV. Los salarios serán fijados en los presupuestos respectivos, sin que
su cuantía pueda ser disminuida durante la vigencia de éstos. 

En ningún caso los salarios podrán ser inferiores al mínimo para los 

trabajadores en general en el Distrito Federal y en las entidades de la 
República; 

V. A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener en cuenta el sexo;
VI. Sólo podrán hacerse retenciones, descuentos, deducciones o embar­

gos al salario en los casos previstos en las leyes; 
VII. La designación del personal se hará mediante sistemas que permitan

apreciar los conocimientos y aptitudes de los aspirantes. El Estado orga­
nizará escuelas de administración pública; 

VIII. Los trabajadores gozarán de derechos de escalafón a fin de que
los ascensos se otorguen en función de los conocimientos, aptitudes y 
antigüedad. En igualdad de condiciones, tendrá prioridad quien represente 
la única fuente de ingreso en su familia; 

IX. Los trabajadores sólo podrán ser suspendidos o cesados por causa
justificada. en los términos que fije la ley. 

En caso de separación injustificada tendrán derecho a optar por la reins­
talación de su trabajo o por la indemnización correspondiente, previo el 

procedimiento legal. En los casos de supresión de plazas, los trabajadores 
afectados tendrán derecho a que se les otorgue otra equivalente a la su­
primida o a la indemnización de ley; 
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X. Los trabajadores tendrán el derecho de asociarse para la defensa de
sus intereses comunes. Podrán, asimismo, hacer uso del derecho de huelga 
previo el cumplimiento de los requisitos que determine la ley, respecto de 
una o varias dependencias de los Poderes Públicos, cuando se violen de ma­
nera general y sistemática los derechos que este artículo les consagra; 

XL La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases 
mínimas: 

a) Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales; las enfermedades
no profesionales y maternidad; y la jubilación, la invalidez, vejez y muerte. 

b) En caso de accidente o enfermedad, se conservará el derecho al
trabajo por el tiempo que determine la ley. 

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exijan
un esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para su salud en relación 
con la gestación; gozarán forzosamente de un mes de descanso antes de 
la fecha fijada aproximadamente para el parto y de otros dos después del 
mismo. debiendo percibir su salario íntegro y conservar su empico y los 
derechos que hubieren adquirido por la relación de trabajo. En el periodo 
de lactancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de media hora 
cada uno, para alimentar a sus hijos. Además, disfrutarán de asistencia 
médica y obstétrica, de medicinas, de ayudas para la lactancia y del ser­
vicio de guarderías infantiles. 

d) Los familiares de los trabajadores tendrán derecho a asistencia médica
y medicinas, en los casos y en la proporción que determine la ley. 

e) Se establecerán centros para vacaciones y para recuperación, así como
tiendas económicas para beneficio de los trabajadores y sus familiares. 

f) Se proporcionarán a los trabajadores habitaciones baratas, en arren­
damiento o venta. conforme a los programas previamente aprobados. Ade­
más, el Estado mediante las aportaciones que haga, establecerá un fondo 
nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos en favor de dichos 
trabajadores y establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar 
a éstos crédito barato y suficiente para que adquieran en propiedad hahi­
taciones cómodas e higiénicas, o bien para construirlas, repararlas, mejo­
rarlas o pagar pasivos adquiridos por estos conceptos. 

Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán enteradas al orga­

nismo encargado de la seguridad social, regulándose en su ley en las que 
corresponda, la forma y el procedimiento conforme a los cua1es se admi­
nistrará el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán los créditos respec­
tivos; 

XII. Los conflictos individuales. colectivos o intersindicales serán so­

metidos a un Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, integrado según 
lo prevenido en la ley reglamentaria. 

Los conflictos entre el Poder Judicial de la Federación y sus servidores 
serán resueltos por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1994. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/vhLzLB



MÉXICO 89 

XIII. Los militares, marinos y miembros de los cuerpos de seguridad
pública, así como el personal de servicio exterior, se regirán por sus pro­
pias leyes. 

El Estado proporcionará a los miembros en el activo del Ejército. Fuerza 
Aérea y Armada. las prestaciones a que se refiere e] inciso f) de la fracción 
XI de este apartado, en términos similares y a través del organismo encargado 
de la seguridad social y de los componentes de dichas instituciones, y 

XIII bis. El banco central y las entidades de la Administración Pública 
Federal que formen parte del sistema bancario mexicano regirán sus rela­
ciones laborales con sus trabajadores por lo dispuesto en el presente Apartado. 

XIV. La ley determinará los cargos que serán considerados de confianza.
Las personas que los desempeñen disfrutarán de las medidas de protección 
al salario y gozarán de los beneficios de la seguridad social. 

TÍTULO SÉPTIMO 

PREVENCIONES GENERALES 

Artículo 124. Las facultades que no están expresamente concedidas por 
esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a 
los Estados. 

Artículo 125. Ningún individuo podrá desempeñar a la vez dos cargos 
federales de elecci6n popular, ni uno de a Federación y otro de un Estado 

que sea también de elección; pero el nombrado puede elegir entre ambos, 
el que quiera desempeñar. 

Artículo J 2f,_ No podrá hacerse pago alguno que no esté comprendido 
en el presupuesto o determinado por la ley posterior. 

Artículo 127. El Presidente de la República, los ministros de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, los diputados y senadores al Congreso de 
la Unión, los representantes a la Asamblea del Distrito l'cderal y los demás 
servidores públicos recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable 

por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, que será de­
terminada anual y equitativamente en los Presupuestos de Egresos de la 
Federación y del Distrito Federal o en los presupuestos de las entidades 
paraestatales, según corresponda. 

Articulo 128. Todo funcionario público, sin excepción alguna. antes de 
tomar posesión de su encargo, prestará la protesta de guardar la Consti­
tución y las leyes que de ella emanen. 

Anículo 129. En tiempo de paz, ninguna autori(Jad militar puede ejercer 
más funciones que las que tengan exacta conexión con la disciplina militar. 
Solamente habrá comandancias militares fijas y permanentes en los casti­
llos, fortalezas y almacenes que dependan inmediatamente del gobierno de 
la Unión; o en los campamentos, cuarteles o depósitos que, fuera de las 
poblaciones, estahleciere para la estación de tropas. 
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Artículo 130. El principio histórico de la separación del Estado y las 
iglesias orienta las normas contenidas en el presente artículo. Las iglesias 
y demás agrupaciones religiosas se sujetarán a la ley. 

Corresponde exclusivamente al Congreso de la Unión legislar en materia 
de culto público y de Iglesias y agrupaciones religiosas. La ley reglamen­
taria respectiva, que será de orden público, desarrollará y concretará las 
disposiciones siguientes: 

a) Las iglesias y las agrupaciones religiosas tendrán personalidad jurídica
como asociaciones religiosas una vez que obtengan su correspondiente re­
gistro. La ley regulará dichas asociaciones y determinará las condiciones 
y requisitos para el registro constitutivo de las mismas. 

b) Las autoridades no intervendrán en la vida interna de las asociaciones
religiosas; 

c) Los mexicanos podrán ejercer el ministerio de cualquier culto. Los
mexicanos así como los extranjeros deberán, para ello, satisfacer los requi­
sitos que señale la ley; 

d) En los términos de la ley reglamentaria los ministros de cultos no
podrán desempeñar cargos públicos. Como ciudadanos tendrán derecho a 
votar, pero no a ser votados. Quienes hubieren dejado de ser ministros de 
cultos con la anticipación y en la forma que establezca la ley, podrán ser 
votados; 

e) Los ministros no podrán asociarse con fines políticos ni realizar
proselitismo a favor o en contra de candidato, partido o asociación política 
alguna. Tampoco podrán en reunión pública, en actos de culto o de pro­
paganda religiosa, ni en publicaciones de carácter religioso, oponerse a las 
leyes del país o a sus instituciones, ni agraviar, de cualquier forma, los 
símbolos patrios. 

Queda estrictamente prohibida la formación de toda clase de agrupacio­
nes políticas cuyo título tenga alguna palabra o indicación cualquiera que 
la relacione con alguna confesión religiosa. No podrán celebrarse en los 
templos reuniones de carácter político. 

La simple promesa de decir verdad y de cumplir las obligaciones que 
se contraen, sujetan al que la hace. en caso de que faltare a ella, a las 
penas que con tal motivo establece la ley. 

Los ministros de cultos, sus ascendientes, descendientes, hermanos y 
cónyuges, así como las asociaciones religiosas a que aquéllos pertenezcan. 
serán incapaces para heredar por testamento, de las personas a quienes los 
propios ministros hayan dirigido o auxiliado espiritualmente y no tengan 
parentesco dentro del cuarto grado. 

Los actos del estado civil de las personas son de la exclusiva compe­
tencia de las autoridades administrativas en los términos que establezcan 
las leyes, y tendrán la fuerza y validez que las mismas les atribuyan. 
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Las autoridades federales, de los estados y de los municipios tendrán 
en esta materia las facultades y responsabilidades que determine la ley. 

Artículo l 31. Es facultad privativa de la Federación gravar las mer­
cancías que se importen o exporten, o que pasen de tránsito por el te­
rritorio naciona], asf como reglamentar en todo tiempo y aun prohibir, 
por motivos de seguridad o de policía, la circulación en el interior de 
la República de toda clase de efectos, cualquiera que sea su procedencia; 
pero sin que la misma Federación pueda establecer, ni dictar, en el Dis­

trito Federal, los impuestos y leyes que expresan las fracciones VI y VII 
del artículo 117. 

El Ejecutivo podrá ser facultado por el Congreso de la Unión para 
aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de las tarifas de exportación e 
importación expedidas por el propio Congreso, y para crear otras, así como 
para restringir y para prohibir las importaciones, las exportaciones y el 
tránsito de productos, artículos y efectos, cuando lo estime urgente, a fin 
de regular el comercio exterior, la economía del país, la estabilidad de la 
producción nacional o de realizar cualquiera otro propósito en beneficio 
del país. El propio Ejecutivo, al enviar al Congreso el presupuesto fiscal 
de cada año someterá a su aprobación el uso que hubiese hecho de la 
facultad concedida. 

Artículo 132. Los fuertes, los cuarteles, almacenes de depósito y demás 
bienes inmuebles destinados por el Gobierno de la Unión al servicio pú­
blico o al uso común, estarán sujetos a la jurisdicción de los Poderes 
Federales en los términos que establezca la ley que expedirá el Congreso 
de la Unión; mas para que lo estén igualmente los que en lo sucesivo 
adquieran dentro del territorio de algún Estado, será necesario el consen­

timiento de la legislatura respectiva. 
Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que 

emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, 
celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con apro­
bación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces 
de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pe­
sar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones 
o leyes de los Estados.

Artículo J 34. Los recursos económicos de que dispongan el Gobierno
Federal y el Gobierno del Distrito Federal, así como sus respectivas ad­
ministraciones públicas paraestatales, se administrarán con eficiencia, efi­
cacia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

Las adquisiciones. arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bie­
nes, prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de 

obra que realicen, se adjudicarán o llevarán a cabo a través de licitaciones 
públicas mediante convocatoria pública para que libremente se presenten 
proposiciones solventes en sobre cerrado. que será abierto públicamente, a 
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fin de asegurar al Estado tas mejores condiciones en cuanto al precio, 
calidad, financiamiemo. oportunidad y demás circunstancias pertinentes. 

Cuando las licitaciones a que hace referencia el párrafo anterior no sean 
idóneas para asegurar dichas condiciones, tas leyes establecerán las bases, 
procedimientos. reglas, requisitos y demás elementos para acreditar la eco­
nomía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las me­
jores condiciones para el Estado. 

El manejo de recursos económicos federales se sujetará a las bases de 
este artículo. 

Los servidores públicos serán responsables del cumplimiento de estas 
bases en los términos del Título Cuarto de esta Constitución. 

TÍTULO OCTAVO 

DE LAS REFORMAS A LA CONSTITUCIÓN 

Artículo 135. La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. 
Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la misma, se 
requiere que el Congreso de la Unión, por el voto de las dos terceras 
partes de los individuos presentes, acuerde tas reformas o adiciones, y que 
éstas sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los Estados. El 
Congreso de la Unión o la Comisión Permanente en su caso, harán el 
cómputo de los votos de las legislaturas y la declaración de haber sido 
aprobadas las adiciones o reformas. 

TÍTULO NOVENO 

DE LA INVIOLABILIDAD DE LA CONSTITUCIÓN 

Artículo l 36. Esta Constitución no perderá su fuerza y vigor, aun cuando 
por alguna rebelión se interrumpa su observancia. En caso de que por 
cualquier trastorno público se establezca un gobierno contrario a los prin­
cipios que cita sanciona, tan luego como et pueblo recobre su libertad se 
restablecerá su observancia, y, con arreglo a ella y a las leyes que en su 
virtud se hubieren expedido, serán juzgados, así los que hubieren figurado 
en el gobierno emanado de la rebelión. como los que hubieren cooperado 
a ésta. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

Artículo Primero. Esta Constitución se publicará desde luego y con la 
mayor solemnidad se protestará guardarla y hacerla guardar en toda la Re­
pública; pero con excepción de las disposiciones relativas a las elecciones 
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de los Supremos Poderes Federales y de los Estados, que desde luego 
entran en vigor. no comenzará a regir sino desde el día 1 o. de mayo de 
1917, en cuya fecha deberá instalarse solemnemente el Congreso Consti­
tucional y prestar la protesta de ley el ciudadano que resultare electo en 
las próximas elecciones para ejercer el cargo de Presidente de la República. 

En las elecciones a que debe convocarse, conforme al artículo siguiente, 
no regirá la fracción V del artículo 82; ni será impedimento para ser 
diputado o senador estar en servicio activo en el Ejército, siempre que no 
se tenga mando de fuerza en el distrito electoral respectivo; tampoco es­
tarán impedidos para poder ser electos al próximo Congreso de la Unión, 
los secretarios y subsecretarios de Estado, siempre que éstos se separen 
definitivamente de sus puestos el día que se expida la convocatoria res­
pectiva. 

Artículo Se!!,Undo. El encargado del Poder Ejecutivo de la Nación, in­
mediatamente que se publique esta Constitución, convocará a elecciones 
de Poderes Federales, procurando que éstas se efectúen de tal manera que 
el Congreso quede constituido en tiempo oponuno, a fin de que hecho el 
cómputo de los votos emitidos en las elecciones presidenciales, pueda de­
clararse quién es la persona designada como Presidente de la Rcpúhlica, 
a efecto de que pueda cumplirse lo dispuesto en el artículo anterior. 

Artículo Tercero. El próximo periodo constitucional comenzará a con­
tarse, para los diputados y senadores desde el lo. de septiembre próximo 
pasado, y para el Presidente de la República, desde el I o. de diciemhre 
de 1916. 

Artículo Cuarto. Los senadores que en las próximas elecciones llevaren 
el número par. sólo durarán dos años en el ejercicio de su encargo. para 
que la Cámara de Senadores pueda renovarse en lo sucesivo, por mitad, 
cada dos años. 

Artículo Quinto. El Congreso de la Unión elegirá a los magistrados de 
la Suprema C'ortc de Justicia de la Nación, en el mes de mayo próximo, 
para que este alto Cuerpo quede solemnemente instalado el 1 o. de junio. 

En estas elecciones no regirá el artículo 96 en lo relativo a las 
propuestas de candidatos por las legislaturas locales; pero los nomhrados 
lo serán súlo para el primer periodo de dos años que establece el ar­
tículo 94. 

Artículo Sexto. El Congreso de la Unión tendrá un periodo extraordinario 
de sesiones que comenzará el 15 de abril de 1917, para erigirse en Colegio 
Electoral, hacer el cómputo de votos y calificar las elecciones de Presidente 
de la República, haciendo la declaratoria respectiva; y además, para expedir 
la Ley Orgánica de los Tribunales de Circuito y ,le Distrito, la Ley Or­
gánica de los Trihunales del Distrito Federal y Territorios. a fin de que 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación haga inmediatamente los nom­
hramicntos de magistrados de circuito y jueces de distrito. y el mismo 
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Congreso de la Unión, las elecciones de magisirados, jueces de primera 
ins1ancia del Distriio Federal y Territorios; expedirá también todas las leyes 
que consuhare el Poder Ejecutivo de la Nación. Los magistrados de circuito 
y los jueces de distrito, y los magistrados y jueces del Distrito Federal y 
Territorios, deberán tomar posesión de su cargo antes del l o. de julio de 
1917, cesando entonces los que hubieren sido nombrados por el actual 
encargado del Poder Ejecutivo de la Nación. 

Artículo Séptimo. Por esta vez, el cómputo de los votos para senadores 
se hará por la junta computadora del primer distrito electoral de cada 
Estado o Distrilo Federal, que se formará para la computación de los votos 
de dipulados, expidiéndose por dicha junta, a los senadores electos, las 
credenciales correspondientes. 

Artículo Octavo. La Suprema Corte de Justicia de la Nación resolverá 
los amparos que estuvieren pendientes, sujelándose a las leyes actuales en 
vigor. 

Artículo Noveno. El ciudadano Primer Jefe del Ejército Constituciona­
lista, encargado del Poder Ejecutivo de la Unión, queda facultado para 
expedir la Ley Electoral, conforme a la cual deberán celebrarse, esta vez, 
las elecciones para integrar los Poderes de la Unión. 

Artículo Décimo. los que hubieren figurado en el gobierno emanado de 
la rebelión contra el legítimo de la República, o cooperado con aquélla, 
combatiendo después con las armas en mano, o sirviendo empleos o cargos 

de las facciones que han atacado al Gobierno Constitucionalista, serán 
juzgados por las leyes vigentes, siempre que no hubieren sido induhados 
por éste. 

Artículo Decimoprimero. Entre tanto el Congreso de la Unión y los de 
los Estados legislan sobre los problemas agrario y obrero, las bases esta­
blecidas por esta Constitución para dichas leyes se pondrán en vigor en 
toda la República. 

Artículo Decimosegundo. Los mexicanos que hayan militado en el Ejér­
cito Constitucionalista, los hijos y viudas de éstos, y las demás personas 
que hayan prestado servicios a la causa de la Revolución o a la instrucción 
política, tendrán preferencia para la adquisición de fracciones a que se 
refiere el artículo 27 y derecho a los descuentos que las leyes señalarán. 

Artículo Decimotercero. Quedan extinguidas de pleno derecho las deudas 
que por razón de trabajo hayan contraído los trabajadores, hasta la fecha 
de esta Constilución, con los patrones, sus familiares o intermediarios. 

Artículo Decimocuarto. Queda suprimida la Secre1aría de Justicia. 
Artículo Decimoquinto. Se faculta al ciudadano encargado del Poder 

Ejecutivo de la Unión para que expida la ley de responsabilidad civil 
aplicable a los aulores, cómplices y encubridores de los delitos cometidos 
contra el orden constitucional en el mes de febrero de 1913 y contra el 
Gobierno Constitucionalista. 
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Artículo Decimosexto. El Congreso Constitucional. en el periodo ordi­
nario de sus sesiones que comenzará el lo. de septiembre de este año, 
expedirá todas las leyes orgánicas de la Constitución que no hubieren sido 
ya expedidas en el periodo extraordinario a que se refiere el artículo 60. 
transitorio, y dará preferencia a las leyes relativas a garantías individuales 
y artículos 30, 32, 33, 35, 36, 38, 107 y parte final del artículo 111 de 
esta Constitución. 

Artículo Decimoséptimo. Los templos y demás bienes que, conforme a 
la fracción 11 del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos que se reforma por este Decreto, son propiedad de la 
nación, mantendrán su actual situación jurídica. 

Dada en el Salón de Sesiones del Congreso Constituyente en Querétaro, 
a 31 de enero de 1917. 

TRANSITORIOS PUBLICADOS CON MOTIVO 
DE LA REFORMA POLÍTICA AL DISTRITO 

FEDERAL, DE 1993 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor treinta días después de 
su publicación en el Diario Oficial de la Federación, salvo lo dispuesto 
en los siguientes transitorios. 

Segundo. La Asamblea de Representantes del Distrito Federal electa para 
el periodo noviembre de 1991 a noviembre de 1994, continuará teniendo 
las facultades establecidas en la fracción VI del artículo 73 de esta Cons­
titución vigentes al momento de entrar en vigor el presente Decreto. 

Tercero. La III Asamblea de Representantes del Distrito Federal tendrá 
las facultades que le otorga el presente Decreto, y será la que se inte­
gra para el periodo que comenzará el 15 de noviembre de 1994 y concluirá 
el 16 de septiembre de 1 997. 

Cuarto. A partir del 15 de marzo de 1995, los periodos de sesiones 
ordinarias de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal se cele­
brarán de acuerdo con las fechas establecidas por el presente decreto. 

Quinta. El primer nombramiento para el cargo de Jefe de Distrito Fe­
deral, en los términos de este decreto se verificará en el mes de diciembre 
de 1997 y el periodo constitucional respectivo concluirá el 2 de diciem­
bre del año 2000. En tanto dicho Jefe asume su encargo, el gobierno del 
Distrito Federal seguirá a cargo del Presidente de la República de acuerdo 
con la base 1 a. de la fracción VI del artículo 73 de esta Constitución 
vigente a] momento de entrar en vigor el presente Decreto. El Ejecutivo 
Federal mantendrá la facultad de nombrar y remover libremente al titular 
del órgano u órganos de gobierno del Distrito Federal y continuará ejer­
ciendo para el Distrito Federal, en lo conducente, las facultades establecidas 
en la fracción I del artículo 89 de esta Constitución. 
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Sexto. Los consejos de ciudadanos por demarcación territorial se eligirán 
e instalarán en 1995, conforme a las disposiciones del Estatuto de Gobierno 
y las leyes respectivas. 

Séptimo. Los servidores públicos que se readscriban a la administración 
pública del Distrito Federal y sus dependencias conservarán todos sus de­
rechos laborales. 

Octavo. Las iniciativas de leyes de ingresos y de decretos de presupuesto 
de egresos del Distrito Federal para los ejercicios 1995, 1996 y 1997, así 
como las cuentas públicas de 1995 y 1996 serán enviados a la Asamblea 
de Representantes por el Presidente de la República. La cuenta pública 
correspondiente a 1994 será revisada por la Cámara de Diputados del Con­
greso de la Unión. 

Noveno. En tanto se reforman y expidan las disposiciones que coordinen 
al sistema fiscal entre la federación y el Distrito Federal, continuarán apli­
cándose las normas que sobre la materia rijan al entrar en vigor el presente 
Decreto. 

Décimo. En tanto se expidan las nuevas normas aplicables al Distrito 
Federal continuarán rigiendo las disposiciones legales y reglamentarias vi­
gentes. 

Décimo Primero. El congreso de la Unión conservará la facultad de 
legislar, en el ámbito local, en las materias de orden común, civil y penal 
para el Distrito Federal, en tanto se expidan los ordenamientos de carácter 
federal correspondientes, a cuya entrada en vigor, corresponderá a la Asam­
blea de Representantes legislar sobre el particular, en los términos del 
presente Decreto. 

Esta edición, cuya tipografía y formación realizó Raúl Márquez Romero y cuyo cuidado estuvo a 
cargo del Depart<1mento de Publicaciones del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 
se terminó de imprimir en el mes de junio de 1994 en los talleres de Impresora y Encua­
dernadora Progreso, S. A. de C. V. (IEPSA), Calz. de San Lorenzo, 244; 09830, México, D. F. 

Se tiraron 2 000 ejemplares. 
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